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CONTRATO ESTATAL – ACTO ADMINISTRATIVO− Validez

Como ha sido entendido tanto por la doctrina como por la jurisprudencia, la validez supone que han sido observados los elementos esenciales consagrados en el ordenamiento jurídico para su expedición, por manera que su desconocimiento implicaría la existencia de un vicio que acarrearía la declaratoria de nulidad del acto. Sobre la invalidez la Sala ha sostenido lo siguiente:

Para determinar la validez del acto administrativo resulta indispensable realizar el examen de sus elementos esenciales en torno a la competencia del órgano y de la autoridad administrativa que lo profiere; los motivos de su expedición; la finalidad perseguida con la decisión administrativa; el contenido mismo del acto y los procedimientos, trámites, formalidades o actuaciones cumplidas para proferirlo, de tal suerte que si alguno de estos elementos no se ajusta a las prescripciones legales, es decir, vulnera el ordenamiento jurídico, el acto estará afectado de nulidad y podrá ser impugnado mediante las acciones previstas por la ley, aún desde el mismo momento de su expedición y antes de ser publicado o notificado, según el caso, sencillamente porque los vicios del acto administrativo se configuran en el momento de su nacimiento a la vida jurídica -que es el momento en relación con el cual se examinan- y no al momento de su publicitación.
CONTRATO ESTATAL− Registro de Proponentes− Inscrito

Tal como se observó, mediante el artículo 22 de la Ley 80, el legislador dispuso los contratos respecto de los cuales resultaba obligatorio encontrarse inscrito, calificado y clasificado en el registro de proponentes, como un requisito previo para presentar propuestas y para celebrar tales contratos; también se ocupó la norma legal de consagrar algunos otros contratos para cuya contratación no se requería contar con este requisito, uno de los cuales era el contrato de concesión; así pues, legalmente no le estaba permitido a las entidades públicas formular a los proponentes la exigencia de encontrarse inscritos en el registro de proponentes, toda vez que de conformidad con el artículo 25 numeral 15 de la mencionada Ley 80 “Las autoridades no exigirán sellos, autenticaciones, documentos originales o autenticados, reconocimientos de firmas, traducciones oficiales, ni cualquier otra clase de formalidades o exigencias rituales, salvo cuando en forma perentoria y expresa lo exijan leyes especiales.
CONTRATO ESTATAL− ACTUACION ADMINISTRATIVA − Principio de legalidad 

En virtud del principio de legalidad, principio básico en un Estado de derecho, las competencias de cada uno de los órganos y autoridades de la Administración Pública deben encontrarse asignadas por la Constitución Política o la ley de manera expresa, tal como lo ordena la Carta en sus artículos 4, 6, 121 y 122, lo cual impone que toda actuación de dichos órganos se encuentre sometida al imperio del derecho, presupuesto indispensable para la validez de los actos administrativos.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION A
Consejero ponente: HERNAN ANDRADE RINCON
Bogotá, D.C., once (11) de agosto de dos mil once (2011).
Radicación número: 47001-23-31-000-1997-05172-01(17714)
Actor: ELECTRO ATLANTICO LIMITADA

Demandado: DISTRITO DE SANTA MARTA
Referencia: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO (APELACION SENTENCIA)
Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por la sociedad ELECTRO ATLÁNTICO LIMITADA, contra la sentencia del treinta y uno (31) de agosto de 1999, dictada por el Tribunal Administrativo del Magdalena, mediante la cual se dispuso:

“1º DECLARAR la nulidad de las expresiones ‘bajo los siguientes códigos de actividades, especialidades y/o grupos económicos: 

ACTIVIDAD


01 CONSTRUCTOR 

ESPECIALIDAD 

05 Montaje y obras complementarias 

GRUPO

06 Líneas de transmisión y subtransmisión de energía

ACTIVIDAD 
02 CONSULTOR 

ESPECIALIDAD 
04 Energía 


GRUPO 

01 Gestión energética 


ACTIVIDAD 
03 PROVEEDOR 

ESPECIALIDAD 
16 Máquinas y aparatos, materiales eléctricos y sus partes

GRUPO 
85 Máquinas, aparatos y materiales eléctricos y sus partes’

“Insertas en el numeral 1.1 INVITACIÓN A LOS PROPONENTES del pliego de condiciones de la Licitación Pública Nacional No. AC. 001/96 para contratar por el sistema de concesión; el suministro de instalación, mantenimiento, renovación, expansión y administración de alumbrado público en todo el territorio del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta. 

“2º DENIÉGANSE las súplicas de la demanda”.

I. A N T E C E D E N T E S

1. La demanda.

El día 4 de marzo de 1997, la sociedad ELECTRO ATLÁNTICO LIMITADA, en ejercicio de la acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, formuló demanda con el fin de obtener las siguientes declaraciones y condenas (folios 3 al 16 cdno. 1):

“PRIMERA: Que se declare que el acto de declaratoria de desierta de la licitación pública nacional 001/96, contenido en la resolución número 007 del 20 de enero de 1997, proferida por la Alcaldía Mayor del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, violó el pliego de condiciones como ley para las partes, cuando dicha resolución descarta la mejor propuesta por estimar que no se cumple con el requisito de estar inscrito y clasificado bajo los siguientes códigos de actividades, especialidades y/o grupos económicos:

Actividad


01 
Constructor 

Especialidad 

05 

Grupo

06 

Actividad 
02 
Consultor 

Especialidad 
04 



Grupo 

01 


Actividad 
02
 Proveedor 

Especialidad 
16 

GRUPO 
85

“Según el certificado correspondiente al registro único de proponentes, Electro Atlántico se encuentra inscrita como sociedad proveedora de artículos eléctricos para la industria y la construcción, lo cual es consecuente con los pliegos de condiciones cuando en el capítulo 2, pág., 12 num. 2.1.1., dicen: podrán participar en esta licitación, las personas naturales o jurídicas que sean: PROVEEDORES DE ARTÍCULOS ELÉCTRICOS para la industria y la construcción, INGENIEROS ELECTRICISTAS y/o CONSTRUCTORES que a satisfacción del Distrito de Santa Marta, demuestren tener la capacidad económica suficiente, para desarrollar satisfactoriamente el proyecto en los plazos y condiciones previstas, conforme a las exigencias de los términos de los presentes pliegos de condiciones. Electro Atlántico Ltda., a todas luces se desempeña en el comercio nacional desde hace muchos años como proveedora de artículos eléctricos para la industria y la construcción, cumpliendo así con la exigencia del pliego cuando de manera reglamentaria en el capítulo 2, pág.12, establece la posibilidad de que participen Proveedores, Ingenieros electricistas y/o Constructores. Dicha situación parece ser complementaria con aquella descrita en el capítulo de “Generalidades”, cuando habla de que podrán participar en la licitación las personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en las cámaras de comercio de su domicilio bajo los siguientes códigos de actividades, especialidades y/o grupos económicos ‘…’ lo cual hace presumir que la expresión y/o hace alusión a actividades alternativas. 

“PRIMERA A: Que en subsidio de la pretensión primera de este libelo, se declare que el requisito de calificación y clasificación de los proponentes contenido en el numeral 1.1, Generalidades e invitación a proponer (pág.5), analizado hermenéuticamente con el numeral 2.1, Requisitos para participar en la licitación (pág. 12) es ineficaz de pleno derecho, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 numeral quinto, letras a, b y e, de la Ley 80 de 1993 por cuanto dicha exigencia no configura un requisito objetivo necesario para participar en la licitación, no configura reglas claras, justas y completas que permitan ofrecimientos de la misma índole que aseguren una escogencia objetiva y eviten la declaratoria de desierta de la licitación, y al mismo tiempo dicha exigencia, en la forma como fue concebida, configura reglas ambiguas y confusas que pudieron inducir a error a los proponentes en la interpretación de los pliegos para la presentación de su propuesta, rompiendo así el principio de transparencia en los procesos contractuales. 

“PRIMERA B: Que en subsidio de las anteriores, se declare que las disposiciones del pliego de condiciones que reglamentan el registro, calificación y clasificación en el registro de proponentes, especialmente aquellas contenidas en los numerales 1.1. Invitación a proponer, y 2.1.1, De la capacidad financiera y vigencia comercial, son nulas por ser manifiestamente violatorias del artículo 22 inciso 6 de la Ley 80 de 1993 cuando dice: No se requerirá de este registro, ni de calificación, en los casos de contratación de urgencia a que se refiere el artículo 42 de esta ley; contratación de menor cuantía a que se refiere el artículo 24 de esta ley; contratación para el desarrollo directo de actividades científicas y tecnológicas; contratos de prestación de servicios y contratos de concesión de cualquier índole y cuando se trate de adquisición de bienes cuyo precio se encuentre regulado por el Gobierno Nacional. ‘(Es evidente que estamos frente a un contrato de concesión)’.

“SEGUNDA: Que se declare que con el documento del Banco Ganadero, presentado en la propuesta, debidamente ratificado y explicado por el mismo banco, según carta presentada a la Administración durante el término para dichos estudios no fuimos requeridos por ella para aclarar la documentación en comento (Art.30 Num.7 Ley 80/93) y por lo tanto presumimos que era suficiente, se cumple con el requisito del pliego de contenido en el numeral 1.5-11 (pág.10), y en el adendo correspondiente, como presupuesto para efectuar una selección objetiva. Por lo tanto, consideramos que con la manifestación del banco, además rarificada en término, se cumple a cabalidad con el requisito solicitado en el pliego de condiciones. 

“SEGUNDA A: Que en subsidio de la pretensión anterior, se declare que la exigencia de la “carta en firme” para avalar la propuesta, proferida por una entidad financiera, al tenor de lo establecido por el art. 25 num.15, inc. 2 de la Ley 80 de 1993, no es un documento necesario para la comparación de las propuestas y por lo tanto no puede servir de base para el rechazo de las mismas, ya que se violentaría de manera flagrante el principio de la selección objetiva (art. 28 de la Ley 80 de 1993) pues se estaría rechazando la oferta más favorable a la entidad, fundamentándose en consideraciones puramente subjetivas como lo serían la suficiencia o insuficiencia de un requisito de forma y no de fondo como lo es la famosa “carta en firme”, sacrificando los fines primordiales de la contratación estatal (Art. 3 Ley 80 de 1993) en especial aquel de conseguir con ésta la prestación y el mejoramiento de los servicios públicos. 

“SEGUNDA B: Que en subsidio, se declare que el requisito de la “carta en firme” es ineficaz de pleno derecho, pues con su exigencia se violenta el contenido del art. 24 num. 5, letras ordinales b, d y e, ya que constituye una regla ambigua, obscura y confusa que tiende a inducir a error a los proponentes dejando su definición a la voluntad exclusiva y subjetiva de la entidad, además de ser una exigencia de imposible cumplimiento, ya que no existe disposición legal o reglamentaria, que defina con claridad el contenido de la “carta en firme”, y por lo tanto, si no hay claridad en la definición, será imposible para los proponentes obtener exactamente los objetivos de la administración.

“TERCERA: Que se declare que no es cierto el considerando contenido en la declaratoria de desierta de la licitación, en el cual se pretende hacer ver que existen discrepancias en la información financiera suministrada por Electro Atlántico Ltda., a la Administración. 

“TERCERA A: Que en subsidio de la pretensión anterior y en el evento de que hubiere discrepancia, estas consideraciones formales no podrían servir de base para descartar la oferta más favorable a la entidad, máxime cuando la administración no objetó ni solicitó aclaraciones en su oportunidad (art. 30 num.7 de la Ley 80/93) a la información financiera presentada por Electro Atlántico Ltda. Se trata pues de un documento no necesario para la comparación de las propuestas y de una situación tributaria cuya competencia no le es atribuida a la Entidad Contratante. 

“CUARTA: Que como consecuencia de los pronunciamientos anteriores, se declare que el distrito de Santa Marta es responsable de indemnizar todos los daños patrimoniales sufridos por Electro Atlántico Ltda., como consecuencia de la ilegal declaratoria de desierta de la Licitación Pública Nacional AC 001/96, tal como se prueba a continuación.
“QUINTA: Que como consecuencia de las declaraciones enunciadas, la condena al Distrito por los daños patrimoniales causados se realice de la siguiente forma:

1. El daño emergente.
Consistente en todos los gastos que Electro Atlántico Ltda., debió realizar para participar en la licitación pública No. AC.001/96, por valor de diez millones quinientos cincuenta y tres mil trescientos ochenta y dos pesos m/cte ($10’553.382.oo), o en subsidio por la suma que determinen los peritos en el curso del proceso. 

2. Lucro cesante. 

Consistente en las utilidades que a valor presente le habría proporcionado a Electro Atlántico Ltda., la adjudicación del contrato correspondiente a la licitación; utilidades que fueron registradas en la propuesta de Electro Atlántico Ltda., por valor de seis mil trescientos treinta y tres millones ochocientos cuarenta y ocho mil trescientos treinta y cuatro pesos m/cte (46.333’848.334.oo) (sic), según análisis financiero aportado como prueba en el proceso. 

“SEXTA: Que las sumas indicadas como daño emergente y lucro cesante sean indexadas teniendo en cuenta el índice oficial de incremento de precios al consumidor certificado por el DANE, desde la fecha en que fueron causados los daños (realización de gastos y privación de ingresos), hasta el momento de la sentencia. 

“SÉPTIMA: Que el Distrito de Santa Marta, pague a Electro Atlántico Ltda., los intereses comerciales que devenguen las sumas señaladas en las pretensiones anteriores durante los primeros seis meses a partir de la ejecutoria de la sentencia y hasta el momento del pago efectivo; e intereses moratorios si excede de este término, conforme a la certificación que expida la Superintendencia Bancaria. 

“OCTAVA: Que en caso de ser procedente, se declare la SUSPENSIÓN PROVISIONAL del acto administrativo contenido en la resolución 007 del 20 de enero de 1997, expedida por el distrito de Santa Marta, por ser manifiesta y elemental su ilegalidad, ya que dicha resolución se fundamentó en las consideraciones del comité evaluador, las cuales no obstante ser objetadas por ilegales por parte de Electro Atlántico Ltda., fueron acogidas por el Alcalde mayor como fundamento de su motivación. 

“(…)

“NOVENA: Que para establecer la indemnización correspondiente se tenga en cuenta el análisis evaluativo (anexo como prueba) que, conforme con los criterios de evaluación y factores de ponderación contenidos en los pliegos, perfila la propuesta de Electro Atlántico Ltda., como la ganadora.”  (Negrillas dentro del texto original).

2. Los hechos.
En el escrito de demanda, la parte actora narró, en síntesis, los siguientes hechos (fls. 10 a 14 cdno. 1):

2.1. El Alcalde Mayor del Distrito Turístico Cultural e Histórico de Santa Marta, mediante la Resolución No. 421 del 30 de septiembre de 1996, ordenó la apertura de la licitación pública nacional No. AC 001/96, cuyo objeto constituía la concesión para el mantenimiento de la infraestructura del servicio de alumbrado público en la ciudad de Santa Marta, incluyendo el suministro, instalación, reemplazo, renovación, expansión y mantenimiento de las luminarias y de los accesorios eléctricos, como también el consumo de energía del mismo. 

2.2. El plazo para presentar las propuestas se estableció hasta el día 5 de diciembre de 1996; sin embargo, mediante Resolución No. 701 del 27 de diciembre de 1996, se amplió el término hasta el 20 de enero de 1997. A dicha licitación se presentaron los siguientes proponentes: Unión Temporal “DISELECSA” LTDA. – Eléctricas de Medellín–; Consorcio Iluminación para Santa Marta, así como la sociedad Electro Atlántico Ltda. 

2.3. El comité evaluador de la entidad pública demandada presentó informe de evaluación, sin realizar consideración alguna respecto de las ofertas, refiriéndose únicamente al incumplimiento de los requisitos exigidos en el pliego de condiciones y señaló que la sociedad demandante no cumplía con dos de los requisitos necesarios para la comparación de las propuestas: a) falta de la “carta en firme” de la entidad crediticia para avalar y respaldar la propuesta y, b) Insuficiencia del registro único de proponentes. 

2.4. La sociedad Electro Atlántico Ltda., presentó objeciones con el argumento de que ambas consideraciones vulneraban el ordenamiento legal, comoquiera que transgreden normas sustanciales contenidas en la Ley 80 de 1993; argumentó que la “carta en firme” de la entidad financiera para avalar y respaldar la propuesta no era un requisito necesario para la comparación de las propuestas; sostuvo que su oferta no debió ser descartar por la entidad pública demandada, en virtud de que resultaba ser la más favorable para ésta, en tanto se ajustaba integralmente a lo solicitado en el pliego, dada su “excelente calidad y mejor precio”. 

2.5. Mediante oficio calendado el 16 de enero de 1997, la sociedad Electro Atlántico Ltda., radicó ante la Contraloría Distrital de Santa Marta una solicitud para que este ente ordenara que la mencionada licitación se adjudicara en audiencia pública; a través de la Resolución No. 0022 del 20 de enero de 1997, la Contraloría Distrital de Santa Marta solicitó a la entidad pública demandada que la adjudicación se efectuara en audiencia pública; no obstante, el Alcalde Mayor del Distrito de Santa Marta, mediante Resolución No. 007 de la misma fecha -20 de enero de 1997-, declaró desierta la licitación pública nacional AC. 001/96, con el argumento de que ninguna de las ofertas se ajustaba al pliego de condiciones, con lo cual desconoció el principio de la selección objetiva. 

2.6. La accionante con la declaratoria de desierta de la licitación sufrió grandes perjuicios patrimoniales, ocasionados por los gastos de preparación de la licitación, así como por la elaboración del estudio y de la propuesta, los cuales cuantificaba en la suma de $10’553.382.oo; también sostuvo que había dejado de percibir por concepto de ganancias y utilidades, en virtud de no resultar adjudicataria del contrato, la suma de $6.333’848.334.oo. 

3. Normas violadas y concepto de la violación.

La parte actora en su escrito de demanda hizo referencia a las normas violadas y al concepto de violación, en los siguientes términos (fls. 14 a 16 cdno. 1): 

“Solicito que se tenga como normatividad aplicable la siguiente: 

1.  Artículos 2, 13, 58, 83, 90, 209, 238 de la Constitución Nacional. 

2.  Artículos 3, 22, 23, 24 num. 5, 25 num. 15 y 18, 29, 30 y concordantes de la Ley 80/93.

3. El pliego de condiciones de la licitación A.C. 001/96, especialmente en el capítulo 2, pág. 12, numeral 2.1.1 y normas concordantes. 

“Todas las anteriores violaciones legales encuentran sus fundamentos de derecho en cada una de las pretensiones de este libelo. 

“Las violaciones constitucionales pueden fundamentarse así:

“Art. 2 C.N.: con la declaratoria de desierta se violan los principios constitucionales de la función administrativa, especialmente el de la transparencia, selección objetiva y la obligación para las autoridades de asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado. 

“Art. 13 C.N.: Con dicha declaratoria se viola el principio de igualdad de trato entre los proponentes en los procesos licitatorios. 

“Art. 58 C.N.: Así mismo se viola el derecho adquirido para que a Electro Atlántico Ltda., se le adjudique la licitación objeto de esta demanda, en virtud de que cumpliendo con los criterios de evaluación y factores de ponderación establecidos en el pliego, nace el derecho de esta sociedad para verse favorecida con la adjudicación del contrato.

“Art. 83 C.N.: Con dicha declaratoria se viola el principio de la buena fe en las actuaciones de la administración quien se está apartando de los criterios de selección objetiva para dar preeminencia a consideraciones subjetivas e ilegales en torno a la adjudicación. 

“Art.209 C.N.: La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, principios que como se demostrará han sido violadas en su totalidad con la actuación administrativa en este proceso licitatorio. 

“Art.238 C.N.: Por tratarse de actos administrativos manifiestamente violatorios a la ley, susceptibles de impugnación judicial, se solicita la suspensión provisional, en caso de ser procedente”. (Negrillas dentro del texto original).

4. Actuación procesal en primera instancia.

4.1. Antes de la declaratoria de nulidad.

· El Tribunal Administrativo del Magdalena, mediante auto calendado el 1 de abril de 1997, admitió la demanda y ordenó la notificación personal tanto al Alcalde Mayor del Distrito de Santa Marta como al agente del Ministerio Público, al tiempo que solicitó los antecedentes administrativos y dispuso la fijación en lista para los fines previstos en el numeral 5º del artículo 207 del Código Contencioso Administrativo; en la misma providencia reconoció personería adjetiva al abogado de la parte demandante (folios 152 162 cdno. 1).

· La entidad pública demandada dio respuesta oportuna a la demanda presentada por la parte actora, en la cual admitió como ciertos algunos de los hechos y negó otros; sin embargo, no sustentó las razones por las cuales se resistía a las pretensiones de la demanda, únicamente expresó lo siguiente: “Me opongo y rechazo las pretensiones de la demanda, Niego el derecho invocado por el actor” (Folios 179 a 180 cdno. 2).

· Mediante auto del 9 de julio de 1997, el Tribunal Administrativo de Magdalena ordenó tener como pruebas los documentos aportados tanto por la parte actora como por la parte demandada y decretó la prueba de oficio solicitada por la parte demandante, relacionada con el envío por parte de la demandada de las propuestas presentadas para participar en la licitación pública nacional AC 001/96 y, además, se reconoció personería al apoderado de la entidad pública demandada (folios 187 y 188 cdno. 2).

· No obstante lo anterior, a través de auto proferido el 15 de diciembre de 1997, el Tribunal Administrativo a quo decretó la nulidad de lo actuado a partir de la notificación personal del auto admisorio, toda vez que -por error del notificador- se le entregó al Alcalde Mayor del Distrito de Santa Marta copia de una demanda que había sido retirada por el actor y no la copia de la demanda interpuesta en el presente asunto, con lo cual se configuró la causal de nulidad por indebida notificación del auto admisorio -art. 140, num. 8, C. de P.C.- (folios 193 a 296 del cuaderno No. 2). 

· Decretada la nulidad de lo actuado, la parte actora adicionó la demanda interpuesta en lo atinente a las pruebas
. En esta oportunidad, solicitó el decreto de dos dictámenes periciales con el fin de establecer, por un lado, cuál era la propuesta más favorable para el Distrito, en atención a los criterios objetivos determinados en los pliegos de la licitación No. 001 de 1996 y, por el otro, con el fin de determinar los perjuicios patrimoniales ocasionados a la sociedad Electro Atlántico Ltda., por concepto de las utilidades dejadas de percibir como consecuencia de la declaratoria de desierta de la licitación. 

4.2. Actuaciones realizadas con posterioridad a la nulidad decretada. 

4.2.1. Contestación de la demanda. 

La parte demandada –por conducto de apoderado– contestó oportunamente la demanda y se opuso a las pretensiones formuladas por el actor con fundamento en los siguientes argumentos: 

· Manifestó que en el literal b) del numeral 4.4 del pliego de condiciones se estableció que “la declaratoria de desierta se producirá cuando no se ajusten substancialmente a las condiciones y especificaciones de los pliegos de condiciones”.

· Expresó que en el numeral 9º del adendo aclaratorio No. 001 del 20 de noviembre de 1996 se dijo que “El respaldo bancario o financiero deberá presentarse con una carta en firme de la entidad bancaria financiera, para respaldar la propuesta”. 

· Afirmó que la sociedad Electro Atlántico Ltda., era conocedora de la necesidad de la exigencia de la presentación de la carta en firme, tal y como se expuso en el adendo aclaratorio No. 001 del 20 de noviembre de 1996, no obstante lo cual, aportó cartas de intención de tres entidades financieras que no se ajustaban a los requerimientos del pliego de condiciones. 

· Advirtió que la sociedad Electro Atlántico Ltda., con su propuesta allegó un certificado de existencia y representación legal, expedido por la Cámara de Comercio de Barranquilla el  día 3 de diciembre de 1996 y que, no obstante, con la demanda aportó un certificado de la Cámara de Comercio de Barranquilla, fechado el  20 de enero de 1997, al cual le fue agregado un literal por medio del cual se modificó el objeto social de la actora, lo cual apreció como una conducta “sospechosa y fraudulenta”, toda vez que trataba de desvirtuar su falta de capacidad, dentro del objeto social, para participar en la referida licitación (folios 304 a 308 cdno. 2).

4.2.2.  Decreto de pruebas.

Mediante auto de abril 3 de 1998 el Tribunal Administrativo del Magdalena ordenó tener como pruebas los documentos aportados tanto por la parte actora como por la parte demandada, al tiempo que exhortó a la Alcaldía Mayor del Distrito de Santa Marta para que enviara copia del pliego de condiciones y de las propuestas presentadas para participar en la licitación pública No. AC. 001 de 1996 y decreto la práctica de un dictamen pericial con dos expertos en Economía o en Administración de Empresas, con el fin de que determinaran el valor de las utilidades dejadas de percibir por la sociedad demandante; por solicitud de la parte demandada, decretó una inspección judicial y exhortó a la Alcaldía Mayor del Distrito de Santa Marta para que enviara copia del certificado de existencia y representación legal de la sociedad Electro Atlántico Ltda., que había sido aportado con la propuesta que presentó como oferente de la licitación AC 001 de 1996. (folios 315 a 316, cdno. 2).

Contra la anterior providencia la parte demandante interpuso recurso de reposición, en razón de que no se decretó la práctica del dictamen pericial denominado “técnico”, cuyo objeto consistía en determinar cuál de las ofertas resultaba ser la más favorable para la entidad demandada; el Tribunal Administrativo a quo, a través de auto calendado el 21 de mayo del mismo año accedió a la práctica de dicha prueba
 (fls. 317 a 320, 323 a 326 y 328 a 330, cdno. 2). 

4.2.3. Audiencia de conciliación.

Por medio de auto de noviembre 26 de 1998, el Tribunal Administrativo a quo fijó fecha para la realización de la audiencia de conciliación, la cual fue programada para el día 16 de diciembre de 1998, oportunidad procesal que fracasó por falta de acuerdo entre las partes (folios 356 a 360, cdno. 2). 

4.2.4. Alegatos de conclusión y concepto del Ministerio Público.
El 21 de enero de 1999, el Tribunal Administrativo a quo ordenó correr traslado a las partes y al agente del Ministerio Público para que presentaran sus alegaciones finales (folio 362, cdno. 2).

En esta oportunidad las partes presentaron sus alegatos.

En su escrito la parte demandante reiteró los argumentos expuestos en la demanda y agregó que el registro único de proponentes no podía tenerse en cuenta como necesario para determinar la oferta más favorable y además señaló además que la exigencia de la carta en firme fue oportunamente ratificada por la entidad financiera. 

A su turno, la entidad demandada expresó que la sociedad demandante al momento de presentar su propuesta “no tenía en su objeto social el ‘desarrollar obras y celebrar contratos como el de alumbrado público de la ciudad de Santa Marta’”, lo cual no podía subsanarse con el registro único de proponentes (folios 372 a 374 y 375 a 383 del cuaderno No. 2).

El Ministerio Público no rindió concepto en esta instancia.

5. La sentencia impugnada.
El Tribunal Administrativo del Magdalena profirió sentencia el 31 de agosto de 1999, mediante la cual accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda (folios 385 a 418, cdno. 1).
El mencionado Tribunal expresó que de conformidad con lo dispuesto por el inciso 6 del artículo 22 de la Ley 80 de 1993, no se requería del registro único de proponentes en varios eventos, uno de los cuales hacía referencia a los contratos de concesión, por lo cual concluyó que no resultaba procedente la declaratoria de desierta de la licitación AC. 001 de 1996 en razón de la ausencia de tal requisito y, en consecuencia, declaró la nulidad de la expresión “bajo los códigos de actividades, especialidades y/o grupos (…)”, referida a la inscripción en el registro único de proponentes. 
En relación con el segundo cargo de la demanda, esto es, la exigencia de la “carta en firme” el Tribunal a quo estimó que si bien se allegó una carta fechada el 4 de diciembre de 1998, suscrita por el Gerente del Banco Ganadero de la ciudad de Barranquilla, lo cierto era que con ésta la actora no cumplía con la exigencia del respaldo bancario o financiero para la ejecución del objeto de la licitación, tal como se consagró en el adendo aclaratorio No. 001 de 1996, razón por la cual denegó esta pretensión.

Adicionalmente, el Tribunal a quo señaló que en el acto de declaratoria de desierta de la licitación AC. 001 de 1996 se indicó otra causal referida a “las diferencias apreciables entre el patrimonio líquido del balance presentado y el de las declaraciones de renta para los años 1994 y 1995”, pero que en tanto nada se argumentó en la demanda sobre tal aspecto, debía tenerse para todos los efectos como ajustado a la ley. 

6. Recurso de apelación.

Inconforme con la decisión del Tribunal Administrativo a quo, la parte actora interpuso recurso de apelación, el cual fue concedido mediante auto de septiembre 28 de 1999 (folio 420 y 423, cdno. ppal.).

Esta Corporación, a través de auto de marzo 17 de 2000, corrió traslado a la parte actora para que sustentara el recurso de apelación (folio 428, cdno. ppal). En efecto, la actora expuso los siguientes argumentos: 

Afirmó que la sentencia impugnada era incongruente, si se tenía en cuenta que al encontrarse probado que el pliego de condiciones exigió como requisito necesario para participar en la licitación la inscripción en el registro único de proponentes, el Tribunal a quo debió declarar la nulidad de todas las disposiciones del pliego de condiciones que exigieran la inscripción y calificación en tal registro y no podía limitarse a decretar la nulidad de las expresiones “bajo los códigos de actividades, especialidades y/o grupos económicos…”. 

Afirmó la recurrente que con la certificación expedida por el Banco Ganadero ella había cumplido con la exigencia de la “carta en firme”, no obstante que tal exigencia no fue objetiva, clara, justa y completa, indujo a error a los proponentes por su carencia de definición y permitió que la decisión respecto de la adjudicación dependiera exclusivamente de la voluntad de la Administración; expresó que se configuró “una ineficacia de pleno derecho” del aparte del pliego de condiciones en el cual se efectuó tal exigencia, de conformidad con lo prescrito por el artículo 24, numeral 5° de la Ley 80. 

En relación con la discrepancia en la información financiera suministrada por el oferente, respecto de la contenida en los datos fiscales –a la cual hizo referencia el Tribunal a quo–, adujo que, “en el caso de existir hipotéticamente tal discrepancia”, ésta no podía constituirse en un motivo para rechazar la oferta presentada por la sociedad Electro Atlántica Ltda., en virtud de que tal exigencia no se encontraba contemplada como causal de rechazo en el pliego de condiciones. 

La sociedad demandante pidió al ad quem modificar la parte resolutiva de la sentencia impugnada, en el sentido de resolver favorablemente las pretensiones no decididas por el a quo (fls. 429 a 435, cdno. ppal).

7. Actuación en segunda instancia. 

Esta Corporación, mediante auto de mayo 12 de 2000, admitió el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Magdalena el 31 de agosto de 1999 (folio 437, cdno. ppal.).

Por medio de auto proferido el 7 de julio de 2000, se corrió traslado a las partes para que presentaran sus alegaciones finales y al Ministerio Público para que rindiera su concepto (folio 439, cdno. ppal.).

La demandante solicitó modificar la sentencia de primera instancia, declarando la nulidad de la Resolución No. 007 del 20 de enero de 1997, por medio de la cual se declaró desierta la licitación AC. 01 de 1996 y, consecuencialmente, conceder el restablecimiento del derecho, para cuya solicitud, básicamente, reiteró los argumentos expuestos en el recurso de apelación (folios 440 a 445, cdno. ppal.)

Tanto la parte demanda como el Ministerio Público guardaron silencio en esta instancia (informe secretarial obrante a folio 447 del cuaderno principal).

Durante el trámite de la segunda instancia, el apoderado de la parte actora solicitó al despacho sustanciador llevar a cabo una audiencia pública al tenor del artículo 147 del C.C.A., con el fin de dilucidar aspectos de hecho y de derecho respecto de la ineficacia de pleno derecho de algunos acápites del pliego de condiciones de la mencionada licitación AC. 001 de 1996, la cual fue negada en tanto se presentó extemporáneamente (fls. 446 y 448 a 449, cdno. ppal.). 

2. C O N S I D E R A C I O N E S

La Sala, a efectos de adoptar una decisión en el caso concreto y considerando los aspectos propuestos en el recurso de apelación, abordará el análisis de los siguientes temas: i) Competencia del Consejo de Estado; ii) Las reglas aplicables a la licitación pública No. AC 001 de 1996; iii) Las pruebas aportadas al proceso; iv) El pliego de condiciones; v) El asunto sometido a examen. 

1. Competencia del Consejo de Estado.

La Sala tiene competencia para conocer en segunda instancia del presente proceso, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 129 del Código Contencioso Administrativo, en la forma en la cual fue modificado por el artículo 2º del Decreto 597 de 1988, norma vigente al momento de presentación de la demanda, según la cual el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, es competente para conocer, en segunda instancia, de las apelaciones de las sentencias dictadas por los Tribunales Administrativos en primera instancia
.

2. El régimen Jurídico que gobernó la licitación pública No. AC 001 de 1996. 

El procedimiento de selección que culminó con la expedición, por parte del Distrito de Santa Marta, de la Resolución número 007 del 20 de enero de 1997, demandada en este proceso, se adelantó en el año de 1996, época para la cual regía la Ley 80, expedida en el año de 1993, antes de la modificación de la Ley 1150 de 2007.

Respecto de las entidades a las cuales aplica, la Ley 80 adoptó un criterio eminentemente subjetivo u orgánico, así, en su artículo 32, al tratar de definir los contratos estatales, dispuso:

“Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación (…)”

De acuerdo con la norma legal transcrita, son contratos estatales aquellos celebrados por las entidades descritas en el artículo 2º de la Ley 80 de 1993, según el cual:

“Para los solos efectos de esta ley: 

“1o. Se denominan entidades estatales: 

“a) La Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el distrito capital y los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles.

“b) El Senado de la República, la Cámara de Representantes, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, la Contraloría General de la República, las contralorías departamentales, distritales y municipales, la Procuraduría General de la Nación, la Registraduría Nacional del Estado Civil, los ministerios, los departamentos administrativos, las superintendencias, las unidades administrativas especiales y, en general, los organismos o dependencias del Estado a los que la ley otorgue capacidad para celebrar contratos.” (Negrillas añadidas)
Toda vez que el Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta es una entidad estatal -dado su carácter de distrito especial-, a los procedimientos de selección contractual que adelante y a sus correspondientes contratos les resulta aplicable la mencionada Ley 80. Esta Ley consagró en el libro II –de los principios de la contratación estatal-, artículos 23 al 30, lo pertinente al procedimiento administrativo de selección de los contratistas, las modalidades de selección y la adjudicación del contrato estatal.

En este contexto puede afirmarse que las normas que regularon el procedimiento de la licitación pública No. AC 001 de 1996, adelantada por el Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, que culminó con la declaratoria de desierta de la misma, se encontraban contenidas en la Ley 80 de 1993. 

3. Las pruebas aportadas al proceso.

El artículo 168 del Código Contencioso Administrativo
 señala expresamente que a los procesos atribuidos al conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo aplicará el régimen legal probatorio establecido por el Código de Procedimiento Civil. Así, al incorporarse dicho régimen se adoptó también parte de la filosofía
 que inspira las pruebas en el estatuto procesal civil, el cual se materializa en el sistema de valoración probatoria que está presente en los procesos constitutivos, declarativos o de condena que regula esa normatividad.

Bajo esta perspectiva, es necesario tener presente que de acuerdo con el artículo 253 del C. de P. C.
, los documentos pueden aportarse al proceso en original o en copia, éstas últimas consistentes en la trascripción o reproducción mecánica del original; sumado a ello, el artículo 254 del C. de P. C., regula el valor probatorio de los documentos aportados en copia, respecto de los cuales señala que tendrán el mismo valor del original en los siguientes eventos: i) cuando hayan sido autorizados por notario, director de oficina administrativa o de policía, o secretario de oficina judicial, previa orden del juez en donde se encuentre el original o copia autenticada; ii) cuando sean autenticados por notario, previo cotejo con el original o con la copia autenticada que se le ponga de presente y iii) cuando sean compulsados del original o de la copia auténtica. 

A lo anterior se agrega que el documento público, es decir aquel que es expedido por funcionario de esa naturaleza, en ejercicio de su cargo o con su intervención (artículo 251 C. de P. C.), se presume auténtico y tiene pleno valor probatorio frente a las partes, los terceros y el juez, salvo que su autenticidad sea desvirtuada mediante tacha de falsedad, según lo dispone el artículo 252 del C. de P.C. 

De otro lado, si el documento aportado es de naturaleza privada, al tenor de lo dispuesto en el aludido artículo 252 del C. de P. C., éste se reputará auténtico en los siguientes casos: i) cuando hubiere sido reconocido ante el juez o notario, o judicialmente se hubiere ordenado tenerlo por reconocido; ii) cuando hubiere sido inscrito en un registro público a petición de quien lo firmó; iii) cuando se encuentre reconocido implícitamente por la parte que lo aportó al proceso, en original o copia, evento en el cual no podrá impugnarlo, excepto cuando al presentarlo alegue su falsedad; iv) cuando se hubiere declarado auténtico en providencia judicial dictada en proceso anterior, con audiencia de la parte contra quien se opone en el nuevo proceso, y v) cuando se hubiere aportado a un proceso, con la afirmación de encontrarse suscrito por la parte contra quien se opone y ésta no lo tache de falso.

En relación con las copias aportadas a un proceso y su alcance probatorio, la Corte Constitucional, en sentencia C-023 de febrero 11 de 1998, puntualizó: 

“El artículo 25 citado se refiere a los “documentos” y hay que entender que se trata de documentos originales. En cambio, las normas acusadas versan sobre las copias, como ya se ha explicado. Sería absurdo, por ejemplo, que alguien pretendiera que se dictara mandamiento de pago con la copia simple, es decir, sin autenticar, de una sentencia, o con la fotocopia de una escritura pública, también carente de autenticidad.

“Un principio elemental que siempre ha regido en los ordenamientos procesales es el de que las copias, para que tengan valor probatorio, tienen que ser auténticas. Ese es el principio consagrado en las normas del Código de Procedimiento Civil que regulan lo relativo a la aportación de copias de documentos.

“De otra parte, la certeza de los hechos que se trata de demostrar con prueba documental, y en particular, con copias de documentos, está en relación directa con la autenticidad de tales copias. Tal certeza es el fundamento de la eficacia de la administración de justicia, y en últimas, constituye una garantía de la realización de los derechos reconocidos en la ley sustancial.

“En tratándose de documentos originales puede el artículo 25 ser explicable, porque su adulteración es más difícil, o puede dejar rastros fácilmente. No así en lo que tiene que ver con las copias, cuyo mérito probatorio está ligado a la autenticación.”

Se observa que al proceso se aportaron los documentos en copia auténtica, razón por la cual serán valorados como pruebas válidas, excepto la copia simple de un documento contentivo de una supuesta evaluación técnica y financiera que se habría realizada a las tres propuestas presentadas, la cual, como antes se anotó, carece de valor probatorio, toda vez que no se aportó en original o en copia auténtica (folios 47 a 72 C1).

Se relacionan a continuación los documentos aportados en original o en copia auténtica.

3.1. La autorización para adelantar el procedimiento administrativo de selección.

Copia auténtica del acuerdo No. 008 del 5 de agosto de 1996, expedido por el Concejo Distrital de Santa Marta, mediante el cual se autorizó al Alcalde Distrital para que en el término de 6 meses contratara por el “sistema de concesión el suministro, instalación, mantenimiento, expansión y administración de la infraestructura y todos los demás elementos necesarios para la prestación del servicio de alumbrado público del Distrito”, con el fin de reponer la infraestructura y ampliar la cobertura del servicio (fls. 246 a 250 cdno. 3).

3.2. La orden de apertura de la licitación pública.
Copia auténtica de la Resolución No. 421 del 30 de septiembre de 1996, por medio de la cual el Alcalde Mayor del Distrito de Santa Marta ordenó la apertura de la licitación pública para “escoger a la persona o personas naturales o jurídicas, que celebren con el Distrito el contrato de concesión para el suministro, instalación, mantenimiento, renovación, expansión y administración de la infraestructura y todos los demás elementos necesarios para la prestación del servicio de alumbrado público en todo el territorio del Distrito”; como fecha para la apertura de dicha licitación se fijó el 5 de noviembre de 1996 y como fecha de cierre el 5 de diciembre del mismo año (fls. 240 a 245, cdno. 3).

3.3. Información a la Cámara de Comercio y a CONFECAMARAS.

Copia auténtica de los oficios números 000332 y 000333, expedidos por el Alcalde Mayor del Distrito de Santa Marta el 3 de octubre de 1996, por medio de los cuales esta entidad suministró información general acerca de la licitación pública No. AC. 001 de 1996, tanto a la Cámara de Comercio de Santa Marta como a CONFECÁMARAS (folios 217 a 222 del C2). 

3.4. El pliego de condiciones.

Copia auténtica del pliego de condiciones de la licitación pública No. AC. 001/96, del cual se destacan los siguientes apartes (cuaderno 4):

“1.1. INVITACIÓN A LOS PROPONENTES
“LA ALCALDIA del DISTRITO TURISTICO, CULTURAL E HISTORICO DE SANTA MARTA, se permite invitar a participar en la Licitación Pública No. AC 001, de Noviembre de 1.996, con el lleno de todos los requisitos de ley, y cuyo objeto es: Contratar mediante el sistema de CONCESION, el mantenimiento de la infraestructura del SERVICIO de ALUMBRADO PUBLICO en todo el territorio del DISTRITO de SANTA MARTA, incluyendo el suministro, instalación, reemplazo, renovación, expansión y mantenimiento, de las luminarias y de los accesorios eléctricos, así como también, el consumo de energía. Solamente se considerarán las ofertas presentadas por firmas que cumplan con los requisitos definidos en estos pliegos de condiciones.

“Podrán participar en esta Licitación, las personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en las cámaras de comercio de su domicilio bajo los siguientes códigos de actividades, especialidades y/o grupos económicos:

“(…)

“1.5. DOCUMENTOS DE LA PROPUESTA
“Son documentos esenciales y de obligatoria presentación los siguientes:

“(…)

 “11. Esquema financiero propuesta y Carta de Intención de la entidad financiadora.

“12. Declaración de Renta de los dos (2) últimos años; en caso de consorcio o Unión Temporal, de cada uno de los miembros.

“(…).

“La falta de uno cualquiera de los documentos anteriores, anulará la propuesta respectiva. Después de la fecha y hora del cierre de la licitación, no se permite, el retiro, ni la adición parcial o total, de alguno de los documentos presentados por uno cualquiera de los oferentes participantes.

“2. CONDICIONES DE LA LICITACION.

“REQUISITOS PARA PARTICIPAR EN LA LICITACION

“En la licitación solo se considerarán las ofertas que cumplan con todos los requisitos que en esta sección se indican. El incumplimiento de uno cualquiera de ellos podrá causar el rechazo de la oferta en el momento en que el incumplimiento sea detectado.

“2.1.1. DE LA CAPACIDAD FINANCIERA Y VIGENCIA COMERCIAL
“Podrán participar en esta Licitación, las personas naturales o jurídicas que sean: PROVEEDORES DE ARTICULOS ELECTRICOS para la Industria y la Construcción, INGENIEROS ELECTRICISTAS Y/O CONSTRUCTORES que a satisfacción del DISTRITO DE SANTA MARTA, demuestren tener la CAPACIDAD ECONOMICA SUFICIENTE para desarrollar satisfactoriamente el proyecto en los plazos y condiciones previstas, conforme a las exigencias de los términos de los presentes pliegos de condiciones.

“(…)

“2.13. FINANCIACION Y RETRIBUCION. 

“(…)

“2.13.1. FINANCIACION.

“Será responsabilidad de cada oferente, obtener la financiación requerida para el buen desarrollo de la concesión. En consecuencia, deberá presentar la correspondiente carta de intención de la entidad interesada en financiar la ejecución del Contrato.

“(…)

“4.2. CONDICIONES MINIMAS DE LA OFERTA

“La ALCALDIA DISTRITAL de SANTA MARTA, no considerará las ofertas que no cumplan con alguno de los siguientes requisitos mínimos:

“(…)

“f. Demostrar la capacidad y solvencia económica de la sociedad, adjuntando a la oferta, los dos (2) últimos balances, estados de pérdidas y ganancias y declaraciones de renta de la sociedad o de los miembros de la unión temporal o consorcio (años: 1.994 y 1.995).

“(…)

“j. Adjuntar tres (3) referencias bancarias y tres (3) referencias comerciales con no menos de treinta (30) días de antigüedad; en caso de consorcio o unión temporal de cada uno de los miembros.

“k. Esquema financiero propuesto y carta de intención de la entidad financiadora.

“l. Declaraciones de renta de los dos (2) últimos años; en caso de consorcio o unión temporal, de cada uno de los miembros.

“(…)

“4.3. METODOLOGIA DE EVALUACION Y ADJUDICACION.

“(…)

“4.3.3 CRITERIOS PARA LA EVALUACION Y ADJUDICACIÓN

“Para clasificar las ofertas, se le ha asignado un puntaje a cada uno de los factores técnicos y comerciales de las propuestas, siendo el total de los puntos asignados de un mil (1.000), de acuerdo con la sumatoria de los siguientes parciales: 

“4.3.3.1 CALIDAD DE LOS BIENES. 

“TOTAL PUNTAJE ASIGNADO: 600 Puntos

“Se asignara el mayor puntaje a la propuesta que cumpla con todas las especificaciones técnicas consignadas en el ANEXO No. 9, restando, del total asignado, el puntaje correspondiente a cada especificación no cumplida, de acuerdo a la siguiente relación: 

“(…)

“4.3.3.2 CAPACIDAD TÉCNICA, ECONÓMICA, ORGANIZACIÓN Y SERVICIOS OFRECIDOS. 

“TOTAL PUNTAJE ASIGNADO: 200 Puntos

“Se otorga el mayor puntaje al proponente que ofrezca la mejor capacidad organizativa, técnica, económica, la mejor infraestructura para el cumplimiento del objeto del contrato, las mejores alternativas de operación y la mejor calidad de acuerdo a las condiciones que se solicitan en los ANEXOS No. 8 y 9, que se adjuntan al final del Capítulo 3 de estos pliegos de condiciones. Se otorgará este puntaje para las firmas constructoras que presenten un perfil de calidad de acuerdo con el CIDET, superior al 40%, esta calificación debe estar vigente antes de la fecha de apertura de la licitación. Para las ofertas diferentes a la mejor propuesta de capacidad técnica, organización y servicios, solo se le asignara el 50% del total del puntaje, o sea 100 Puntos. 

“4.3.3.3 PRECIO DE LOS BIENES 

“TOTAL PUNTAJE ASIGNADO: 100 Puntos 

“El primer paso constituirá, simplemente, en la revisión aritmética de todos los precios, parciales y totales, incluidos en cada una de las propuestas, a fin de verificar que no existan errores de operaciones o de transcripción que hayan desfigurado o alterado el valor total que aparece en la misma. 

“En caso de que algún proponente no cotice algún ítem del formulario de cantidades y precios (FORMULARIO no. 6), será penalizado con el valor más alto correspondiente a este ítem, presentado por uno de los otros proponentes. 

“Como paso siguiente, se procederá a calificar las propuestas presentadas, con base al siguiente criterio de evaluación: 

“(…) 

“4.3.3.4 EXPERIENCIA Y CUMPLIMIENTO DEL OFERENTE COMO SUMINISTRADOR 

“TOTAL PUNTAJE ASIGNADO: 100 Puntos

“Se evaluará la competencia del oferente frente al suministro que pretende realizar, con base en los contratos de suministros de materiales eléctricos que haya efectuado hasta la fecha de apertura de la presente licitación. 

“Para tener derecho al puntaje por experiencia como suministrador, se requiere acreditar certificaciones expedidas por las firmas contratantes, durante los tres (3) últimos años. 

“El oferente que no presente, al menos tres (3) certificaciones de cumplimiento, de tres (3) empresas diferentes, no tendrá puntaje. 

“Sin perjuicio de lo establecido en las normas legales, las firmas que hayan incurrido en incumplimiento en la ejecución de uno o más contratos en los últimos tres (3) años anteriores a la fecha de apertura de la presente licitación, no tendrán puntaje. 

“GRAN TOTAL PUNTAJE PARA CALIFICAR: 1.000 Puntos

“(…)

“4.3.4 ELECCIÓN DE LA MEJOR OFERTA 

“Con base en los resultados finales de la evaluación, se sumarán los puntos totales obtenidos por los diferentes conceptos en cada oferta, se realizará un ordenamiento de las mismas, de mayor a menor puntaje, con las observaciones y comentarios que justifiquen el orden de elegibilidad propuesto, haciéndose la recomendación sobre la mejor oferta para ser adjudicada. 

“En caso de presentarse un empate en el puntaje de evaluación, entre dos (2) o más proponentes, se escogerá aquel que, a juicio del comité evaluador, proponga el tipo de luminaria con el diseño más moderno y que más se diferencie de las que en la actualidad se encuentran instaladas en el DISTRITO de SANTA MARTA, además de la capacidad de contratación de los oferentes. 

“4.4. CAUSALES PARA DECLARAR DESIERTA LA LICITACION
“Serán causales para declarar desierta la licitación las siguientes:

“a. Que en la fecha y hora de apertura de las ofertas, no se presente el número mínimo de oferentes.

“b. Que ninguna de las ofertas se ajuste, substancialmente a las condiciones y especificaciones de los pliegos de condiciones.

“(…).”

3.5. Audiencia de aclaración.

Copia auténtica de un documento contentivo del acta correspondiente a la audiencia de aclaración de la Licitación Pública Nacional No. AC. 001/96, celebrada el día 8 de noviembre de 1996, en la cual se plantearon, básicamente, inquietudes de carácter técnico, además de las que  se destacan a continuación (folios 185 y 186 del C3):

“El representante de Eléctricas Medellín, sugiere, definir los costos de los valores de la interventoría.

“El representante del Consorcio Iluminación para Santa Marta, sugiere:

“1- Aplazar el cierre de la licitación por lo menos una semana.

“2- Aclarar el numeral 8 de la página No. 9, acerca de las tres (3) referencias bancarias en caso de consorcio, sugiere solamente, una sola referencia bancaria para cada uno de los componentes del consorcio.

“3- Numeral 9 de la página 10, aclarar lo del PAZ Y SALVO, en torno a la vigencia del mismo (Apertura o cierre).

“El representante de Electro Atlántico, sugiere:

“Se elimine, la exigencia de la norma ISO, en el literal a) del Numeral 4.3.3.1, por ser esta una norma no nacional, estar en proceso de implantación de ICONTEC, y no ser de obligatorio cumplimiento. En el literal b), del mismo numeral 4.3.3.1, se debe excluir, la homologación de la E.E.E.B., si se excluye la misma homologación en literal c), del mismo numeral; en resumen sugiero que solo se considere en el caso general las normas del CIDET. 

“En el numeral 4.3.3.1, cambiar “ANEXO No. 9”, por “ANEXO No. 8”.

“(…).”

3.6. Adendas.

Copia auténtica de la adenda No. 001 del 20 de noviembre de 1996, en la cual el Alcalde Mayor del Distrito de Santa Marta expresó que aclaraba las inquietudes presentadas por los proponentes, una de las cuales se refería al requisito de financiación de la propuesta, respecto del cual expuso lo siguiente
: 

“LA ALCALDIA MAYOR del DISTRITO TURISTICO, CULTURAL e HISTORICO de SANTA MARTA, se permite aclarar las inquietudes presentadas por los proponentes que asistieron a la visita a los sitios de la obra, a la audiencia aclaratoria, registrados en el ACTA No. 003 del día ocho (8) de Noviembre de 1996, en la SECRETARIA GENERAL DISTRITAL, ante su titular y que han comprado pliegos de condiciones para participar en la LICITACION PUBLICA NACIONAL No. AC 001/96. Que el DISTRITO consideró pertinente en aras del derecho a la igualdad, para la selección, clasificación, calificación y evaluación de las propuestas, aclarar lo pertinente en algunos de los puntos contenidos en los pliegos de condiciones, a solicitud de los interesados, así:

“(…)

“9. El respaldo bancario o financiero, deberá presentarse con una carta en firme de la entidad bancaria o financiera, para avalar y respaldar la propuesta. Los costos de la interventoría, se establecen en el uno (1%) por ciento del valor de lo recaudado mensual por el concepto de la sobre tasa del servicio del alumbrado público en el DISTRITO de SANTA MARTA, costos que serán cancelados mensualmente dentro del plazo de los diez (10) primeros días de cada mes” (Negrillas y mayúsculas dentro del texto original).

3.7. Nombramiento comité asesor.

Copia auténtica de la Resolución No. 543 del 10 de diciembre de 1996, a través de la cual fueron designados los miembros del comité técnico y evaluador que asesoraría al Alcalde Mayor del Distrito de Santa Marta en la evaluación y la calificación de las propuestas participantes en la licitación pública No. AC 001/96 (fls. 173 a 174, cdno. 3). 

3.8. Propuestas presentadas.

3.8.1. Sociedad Electro Atlántico Ltda.

Copia auténtica de la propuesta presentada por la sociedad Electro Atlántico Ltda., la cual se encuentra contenida en el cuaderno número 4 y registra la siguiente información: 1) carta de presentación (folios 2 y 3); 2) carta de aforo de la propuesta (folios 3 a 5); 3) recibo de pago de los pliegos de condiciones (folios 6 y 7); 4) garantía de seriedad de la propuesta (folios 8 a 12); 5) certificado de existencia y representación legal (folios 14 a 17); 6) certificado de registro de proponentes como proveedor (folios 18 a 21); 7) certificado de visita a las obras (folios 22 y 23); 8) formulario No. 2: resumen de la propuesta (folios 25 y 26); 9) formulario No. 3: especificaciones técnicas de las luminarias (folios 27 a 31); 10) formulario No. 4: organización técnica administrativa (folios 33 a 43); 11) organigrama (folios 44 y 45); 12) formulario No. 5: modalidad y periodicidad del mantenimiento (folios 46 y 47); 13) formulario No. 6: cantidades y precios de la oferta (folios 48 y 49); 14) formulario No. 7: costos de operación y mantenimiento (folios 50 y 51); 15) formulario No. 8: costos del servicio de mantenimiento (folios 52 y 53); 16) formulario No. 9: maquinaria, equipos y herramientas ofrecidos (folios 54 y 55); 17) formulario No. 10: experiencia y cumplimiento como suministrador (folios 56 a 61); 18) formulario No. 11: información financiera (folio 62 a 70); 19) formulario No. 12: información general (folios 71 y 72); 20) referencias bancarias expedidas por los siguientes bancos: de Bogotá, Tequendama,  Mercantil, Ganadero, Cafetero, Sudameris Colombia, Bancoquia (folios 73 a 80); 21) referencias comerciales (folios 81 a 86); 22) Paz y Salvo expedido por la Tesorería D.T.C.H. de Santa Marta (folios 87 y 88); 23) Esquema financiero propuesto y carta de intención de la entidad financiadora (folios 89 a 114); 24) copias de los adendos (folios 115 a 121); 25) Acta de la audiencia aclaratoria, en la cual se plantearon, básicamente, inquietudes respecto de asuntos técnicos (folios 122 a 125); 25) anexos relativos a las especificaciones técnicas (folios 126 a 169). Se destacan las cartas de intención expedidas por las entidades bancarias:

La Fiduciaria Ganadera –FIGUGAN-, mediante oficio calendado el 3 de diciembre de 1996 y dirigido por el Director Comercial de esta entidad al Gerente de la sociedad demandante, expuso lo siguiente (folio 90 C4):

“De acuerdo con su solicitud adjuntamos flujo de Gastos y Análisis Financiero correspondiente a la concesión de Luminarias Públicas de la ciudad de Santa Marta.

“Como logran apreciar, el análisis financiero realizado nos permitió calcular una Tasa Interna de Retorno (TIR) del 32%, lo cual es apenas justo para una concesión cuyo período de duración es de 18 años. Consideramos que para optimizar los rendimientos del proyecto, en lo posible se deben reducir los costos y reinvertir en el mismo.”

El Banco Tequendama a través de comunicación suscrita el día 4 de diciembre de 1996 y dirigida al Distrito Turístico Cultural e Histórico de Santa Marta, expresó lo siguiente:

“Por medio de la presente me permito manifestarles que el Banco Tequendama estaría interesado en participar como avalador de las operaciones derivadas de la licitación pública # AC-001-96 del Distrito Turístico Cultural e Histórico de Santa Marta, siempre y cuando se cumplan con todos los requisitos exigidos en la misma.”

El Banco Cafetero, mediante comunicación fechada el 5 de diciembre, dirigida al Distrito Turístico Cultural e Histórico de Santa Marta, expuso lo siguiente (folio 112 C4):

“Nos permitimos ratificarle que BANCAFE, en el evento de que se les adjudique la Licitación Pública Nacional No. AC 001-96, estaríamos dispuestos a estudiar la posibilidad de otorgarle un crédito en caso de ser necesario, para el cabal cumplimiento del proyecto.

“Queda claro que la presente carta no tiene el carácter de oferta comercial y por lo tanto, mientras no se haya perfeccionado la operación de crédito a que ella se refiere, el Banco podría desistir de su realización en el momento en que lo estime conveniente”.

El Banco Ganadero, a través de oficio calendado el 4 de diciembre de 1996 y dirigido a la sociedad Electro Atlántico Ltda., expresó lo siguiente (folio 113 C4):

“REF: LICITACION PUBLICA # AC 001/96 DEL DISTRITO TURISTICO, CULTURAL E HISTORICO DE SANTA MARTA.

“Con relación a la licitación de la referencia, nos permitimos informarles que el BANCO GANADERO, estaría dispuesto en principio a evaluar la propuesta presentada por ELECTRO ATLANTICO LTDA., para respaldar financieramente el proyecto, una vez verificada la factibilidad efectuada por FIGUGAN S.A.

“Asimismo, establecida la estructura de garantías y/o fuentes de pago, siempre y cuando el proyecto sea administrado en sus partes por FIDUGAN S.A. y se enmarque dentro de las políticas internas del Banco.”

3.8.2. Propuesta presentada por el consorcio Iluminación para Santa Marta.

Copia auténtica de la propuesta presentada por el consorcio Iluminación para Santa Marta, la cual se encuentra contenida en los cuadernos números 8 y 9, en los cuales se aprecia la siguiente información: 1) carta de presentación (folios 4 y 5 C8); 2) carta de aforo de la propuesta (folios 6 a 7 C8); 3) recibo de pago de los pliegos de condiciones (folio 8 C8); 4) garantía de seriedad de la propuesta (folios 9 y 10 C8); 5) certificado de visita a las obras (folio 11 C8); 6) formulario No. 2: resumen de la propuesta (folios 15 y 16 C8); 7) formulario No. 3: especificaciones técnicas de las luminarias (folios 15 a 18 C8); 8) formulario No. 4: organización técnica administrativa (folios 19 a 29 C8); 9) formulario No. 5: modalidad y periodicidad del mantenimiento (folio 30 C8); 10) formulario No. 6: cantidades y precios de la oferta (folios 31 y 32 C8); 11) formulario No. 7: costos de operación y mantenimiento (folio 33 C8);  12) formulario No. 8: costos del servicio de mantenimiento (folio 34 C8); 13) formulario No. 9: maquinaria, equipos y herramientas ofrecidos (folio 35); 14) formulario No. 10: experiencia y cumplimiento como suministrador (folio 36 C8); 15) formulario No. 10: cuadro de experiencias y cumplimiento del oferente como suministrador: Godoy y Cía. Ltda. (folio 37 C8); 16) formulario No. 10: cuadro de experiencias y cumplimiento del oferente como suministrador: Guío Español y Cía. Ltda. (folio 38 C8); 17) formulario No. 10: cuadro de experiencias y cumplimiento del oferente como suministrador: JRT Ingenieros Ltda. (folio 39 C8); 18) formulario No. 11: información financiera del oferente Elkin Bozón Pérez (folios 40 y 41 C8); 19) formulario No. 11: información financiera: balance general correspondiente a Godoy y Cía. Ltda. (folio 42 C8); 20) Acta de socios No 98 correspondiente a la sociedad Guío Español y Cía Ltda. (folio 43 C8); 21) información financiera de la sociedad Guío Español y Cía Ltda. (folios 44 a 46 C8); 21) información financiera de la sociedad JRT Ingenieros Ltda. (folios 47 a 49 C8); 22) formulario No. 12: información general correspondiente a los integrantes del consorcio (folios 50  a 53 C8); 23) Esquema financiero propuesto (folios 55 a 64); 24) propuesta técnica, organizativa y servicios ofrecidos (folios 65 a 80 C8); 25) alternativas a considerar en la concesión (81 a 83 C8); 26) documentación del consorcio (folios 84 a 100 C8); 27) referencias bancarias de los miembros del consorcio (folios 102 a 107); 28) referencias comerciales de los integrantes del consorcio (folios 108 a 156 C8); 29) certificados del registro de proponentes de las siguientes personas: Elkin de Jesús Bozón Pérez, Godoy y Cía. Ltda., Guío Español Compañía Limitada, y JRT Ingenieros Ltda. (folios 157 a 173 C8); 30) balances generales, estados de resultados y declaraciones de renta de los miembros del consorcio (folios 174 a 208 C8); 31) certificaciones del pago de los impuestos distritales de los integrantes del consorcio (folios 209 a 216 C8); 32) certificaciones bancarias acerca del compromiso de financiar el proyecto.

El cuaderno número 9 contiene la siguiente información correspondiente al consorcio Iluminación para Santa Marta: adendos recibidos; documentos técnicos; catálogos, hojas de vida de las firmas y diversas normas jurídicas referentes al tema del alumbrado público.

Se transcribe a continuación el contenido de las comunicaciones elaboradas por las instituciones bancarias, respecto de su participación en la financiación de la propuesta presentada por el consorcio Iluminación para Santa Marta:

El Banco de Bogotá, mediante oficio calendado el 2 de diciembre de 1996, expresó lo siguiente (folio 218 C8):

“Nos permitimos informar que el Banco de Bogotá a través de su oficina Santa Teresita está interesada en participar en la financiación de las operaciones para el proyecto de concesión de alumbrado público de Santa Marta, que solicite nuestro cliente GUIO ESPAÑOL Y CIA. LTDA., quien formará parte del consorcio que se constituirá para este fin.”

El Banco Andino - Colombia, a través de un oficio fechado el 3 de diciembre de 1996, afirmó lo siguiente (folio 219 C8):

“Nos permitimos informar que el Banco Andino a través de su oficina Chicó está interesada en participar en la financiación de las operaciones para el proyecto de concesión de alumbrado público de Santa Marta, que solicite nuestro cliente JRT INGENIEROS LTDA., quien formará parte del consorcio que constituirá para este fin.”

El Banco Industrial Colombiano, en una comunicación calendada el 5 de diciembre de 1996 y dirigida al Distrito de Santa Marta, expresó lo siguiente:

“Nos permitimos informarles que el Banco Industrial Colombiano a través de su oficina Antiguo Country, está interesado en participar en la financiación de las operaciones para el proyecto de concesión de alumbrado público de Santa Marta, que solicitó nuestro cliente GODOY Y CIA. LTDA., (…..), quien formará parte del consorcio que se constituirá para este fin.”

3.8.3. Propuesta presentada por la unión temporal conformada por las sociedades Diselecsa Ltda. - Eléctricas de Medellín Ltda.

Copia auténtica de la propuesta presentada por la unión temporal Diselecsa Ltda. - Eléctricas de Medellín Ltda., la cual se encuentra contenida en el cuaderno número 10 que registra la siguiente información: 1) carta de presentación (folios 4 a 6 C10); 2) carta de aforo de la propuesta (folios 8 a 11); 3) recibo de pago de los pliegos de condiciones (folio 13); 4) formulario No. 2: resumen de la propuesta (folios 29 y 30); 5) formulario No. 3: especificaciones técnicas de las luminarias (folios 32 a 43); 6) formulario No. 4: organización técnica administrativa (folios 44 a 55); 7) formulario No. 5: modalidad y periodicidad del mantenimiento (folio 51); 8) formulario No. 6: cantidades y precios de la oferta (folios 52 a 57); 9) formulario No. 7: costos de operación y mantenimiento (folio 59); 10) formulario No. 8: costos del servicio de mantenimiento (folios 61 y 62); 16) formulario No. 9: maquinaria, equipos y herramientas ofrecidos (folios 63 a 67); 17) formulario No. 10: experiencia y cumplimiento como suministrador (folios 68 a 118); 18) formulario No. 11: información financiera (folio 119 a 142); 19) formulario No. 12: información general (folios 142 a 143); 20) referencias bancarias (folios 145 a 151); 21) referencias comerciales (folios 153 a 158); 22) Paz y Salvo de la Tesorería Distrital (folios 160 a 161); 23) esquema de financiación propuesto (folio 163); 24) oferta básica (folios 165 a 171); 25) cartas de compromiso financiación; 26) declaraciones de renta de los integrantes de la unión temporal (folios 178 a 181); 26) adendos (folios 183 a 191); 27) certificados de inscripción, clasificación y calificación en el registro único de proponentes (folios 193 a 212); 28) documento de conformación de la unión temporal y designación de su representante (folios 214 a 216); 29) certificado de visita a la obra (folio 256); 30) formato modelo del contrato de fiducia mercantil (folios 258 a 265); 31) propuesta técnica, incluyendo forma de pago y tiempos de entrega (folios 267 a 410). Se transcribe a continuación el contenido de las comunicaciones emanadas de las instituciones bancarias 

Comunicación efectuada por Bancoquia – Oficina Santa Marta el 5 de diciembre de 1996 y dirigida a los integrantes de la unión temporal, según la cual:

“Por medio de la presente, me permito notificar a ustedes que el Banco Comercial Antioqueño aprobó un cupo de crédito hasta por la suma de $ 2.500 millones, como recursos del crédito para dar cumplimiento al pliego de peticiones de la Licitación Pública sobre la Concesión para el Mantenimiento y Operación del Servicio de Alumbrado Público del Distrito Turístico de Santa Marta según la Licitación Pública No. ACO196, de la Alcaldía de Santa Marta.

“Igualmente, el Banco Comercial Antioqueño sindicará con otras Entidades Financieras créditos por la suma de $1.270 millones de pesos, a fin de completar la totalidad de los recursos de crédito.

“Las condiciones financieras mediante las cuales el Banco aprobó la operación son las siguientes:

“Plazo total: 5 años

“Período de gracia: 3 años

“Tasa de interés: DTF + 6 puntos T.A.

“Modalidad de pago: Trimestre vencido.

“Garantía: Fiducia de administración y garantía, manejada por la fiduciaria del Banco Comercial Antioqueño sobre el impuesto del alumbrado público del Distrito Turístico de Santa Marta.

“Nota: Esta aprobación está sujeta a la adjudicación de la licitación y a la firma del contrato respectivo con la Fiduciaria B.C.A.”

Comunicación emanada del Banco del Estado –Oficina El Prado de Barranquilla- el día 4 de diciembre de 1996 y dirigida a DISELECSA, integrante de la unión temporal, según la cual:

“Nos es grato informarle que la Vicepresidencia de Crédito y Activos Especiales le ha aprobado un cupo de crédito por $300.000.000.oo, para ser utilizado en Cartera Ordinaria: $50.000.000.000.oo, plazo máximo 10 años, con las siguientes garantías:

· Firma de la sociedad a través de su Representante Legal previa certificación de sus atribuciones para comprometerla por el monto aprobado.

· Firmas solidarias de los socios Adolfo Ahumada Altahona y Libia del Socorro Hoyos Salcedo como personas.

· Firma del señor Remberto Merlano Rueda como persona.

· Cesión de las cuentas de cobro provenientes del contrato de alumbrado realizado con la Unión Temporal PHILLIPS – DISELECSA, para el mantenimiento y suministro del alumbrado público del Distrito de Barranquilla, como fuente de pago.”

Oficio proveniente del Banco Sudameris Colombia, calendado el el 5 de diciembre de 1996 y dirigido a DISELECSA, integrante de la unión temporal, en el cual se expresó lo siguiente:

“De acuerdo a nuestra conversación sostenida en el día de ayer, nos permitimos ratificarle la aprobación de un cupo por valor de US$100.000."

Comunicación emanada del banco BANCOQUIA el 5 de diciembre de 1996 y dirigida Al DISTRITO DE SANTA MARTA, según la cual:

“Es un placer para nosotros presentar por este medio a ELECTRICAS DE MEDELLIN LTDA., empresa que hacer parte de un grupo económico que ha estado vinculado al Banco por varios años, formando parte de nuestros mejores clientes, lo cual los ha llevado a ser seleccionados como clientes corporativos.

“ELECTRICAS DE MEDELLIN, ha mostrado un excelente manejo de sus Cuentas Corrientes, presenta una amplia experiencia en crédito en Moneda Legal y Extranjera, con óptimo record de cumplimiento.

“Así mismo me permito informarles que la Junta Directiva concedió la facultad a la Administración del Banco de otorgarles créditos hasta un límite de endeudamiento de $ 3.000’000.000.oo por Colombia y US$ 2.000’000.000.oo por Panamá; los cuales pueden ser utilizados para la licitación pública ACO01 de diciembre de 1996 para concesión del sistema de alumbrado público del Distrito de Santa Marta.”

3.9. Prórroga del período de evaluación.

Copia auténtica de la Resolución No. 701 del 27 de diciembre de 1996, a través de la cual el Alcalde Mayor del Distrito de Santa Marta ordenó prorrogar por 15 días calendarios el plazo para la adjudicación de la licitación pública No. AC 001/96, en tanto el comité evaluador no había contado con el tiempo suficiente para terminar el examen de las propuestas, debido a su complejidad (146 a 147, cdno. 3).

3.10. La evaluación.
Copia auténtica del acta de acuerdo de fecha 9 de enero de 1997, en la cual se documentó la evaluación de las propuestas, efectuada por el comité asesor nombrado por la entidad pública demandada, según la cual las propuestas presentadas a la licitación pública No. C. 001 de 1996, “no se ajustan a las claras prescripciones establecidas en los pliegos de condiciones”; del acta se destaca lo siguiente (folios 78 y 80, cdno. 3):
“1.3. ELECTRO ATLÁNTICO LTDA.:

“El Adendo Aclaratorio No. 001/96 establece en su numeral 9, lo siguiente: “El respaldo bancario o financiero, deberá presentarse con una carta en firme de la entidad bancaria o financiera, para avalar o respaldar la propuesta”. Dicho adendo aclara el numeral 11 del punto 1.5. de los pliegos de condiciones titulado “DOCUMENTO DE LA PROPUESTA”.

“En consecuencia dicha firma incumple este requisito al omitir el documento exigido ya que aportó una CARTA DE INTENCION. Se aplica lo establecido en el inciso final del punto 1.5 de los pliegos de condiciones: “La falta de uno cualquiera de uno de los documentos anteriores anulará la propuesta respectiva”.

“Además, y para abundar en Razones, en los pliegos de condiciones en el numeral 1.1. INVITACION A LOS PROPONENTES, se establece:

“Podrán participar en esta Licitación, las personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en las cámaras de comercio de su domicilio bajo los siguientes códigos de actividad económicas:

“(…).

“2.0. UNION TEMPORAL DISELECSA LTDA. – ELECTRICAS DE MEDELLIN LTDA.

“2.1.- En el numeral 2.1.5 “DE LA COMPRA DE LOS PLIEGOS DE CONDICIONES (…) se establece: “Sólo se recibirán ofertas de quienes hayan comprado por lo menos un (1) primer ejemplar del pliego de condiciones a su propio nombre. En caso de que el pliego sea comprado por un representante, éste deberá manifestar claramente en nombre de quien compra el pliego”.

“La mencionada UNION TEMPORAL, no compró pliegos como tal. Presentó un recibo de compra de los pliegos, así como también certificaciones de visita a los sitios de obra y la audiencia aclaratoria a nombre de DISELECSA LTDA.

“3.0.- CONSORCIO ILUMINACIÓN PARA SANTA MARTA.

“3.1.- Al analizar la propuesta de esta firma, se establece que incumplió el requisito establecido en el Adendo aclaratorio No. 001/96, numeral 9, que impone la obligación de presentar una CARTA EN FIRME de la entidad bancaria o financiera para respaldar la propuesta. De esta manera el Adendo aclara el numeral 11 del punto 1.5. de los pliego de condiciones titulado: “DOCUMENTOS DE LA PROPUESTA”.

“3.2. Es de anotar que el representante GUIO ESPAÑOL LTDA. Carece de facultades para comprometer a la firma que representa por ser el presente contrato de un valor superior a los 7.100 salarios mínimos legales vigentes y requerir de acuerdo con los estatutos de su sociedad, aprobación de la junta de socios, la cual no anexó a su propuesta. El documento que adjuntó no fue firmado por el otro socio, incumpliendo así el requisito de ley.

“(…).”

3.11. Observaciones a la evaluación.

3.11.1. Consorcio Iluminación para Santa Marta.

Copia auténtica de las observaciones presentadas por el representante del consorcio “ILUMINACIÓN PARA SANTA MARTA” a la evaluación de las propuestas, de las cuales se destacan aquellas efectuadas en relación con la “carta en firme” otorgada por una entidad bancaria (folios 21 a  42 C3): 

“(…) ni en los pliegos de condiciones, ni en ninguno de los adendos, expedidos, se dice o siquiera se insinúa, que el numeral 9 del adendo 001/96, reemplaza o sustituye al numeral 11 del punto 1.5 del pliego de condiciones. En ninguna norma de la presente licitación, se dice que el numeral 11 del punto 1.5 queda sustituido por el numeral 9 del adendo 001/96. Por ellos (sic), no se ajusta a las normas objetivas del pliego de condiciones, afirmar que el citado numeral 9, reemplaza o sustituye el numeral 11 mencionado.”

Consideró además que no existía claridad respecto del documento pedido, por cuanto de tratarse de un aval, ello resultaba jurídicamente imposible en relación con una propuesta para participar en una licitación pública, toda vez que la misma, de conformidad con el C. de Co., se otorgaba respecto de títulos valores; también sostuvo que si se trataba de la promesa de un otorgamiento de un crédito también se incurría en una condición de imposible cumplimiento, por cuanto ello era diferente a un aval.

3.11.2. Unión temporal DISELECSA LTDA- ELECTRICAS DE MEDELLIN LTDA.

Copia auténtica de las observaciones a la evaluación, formuladas por la unión temporal DISELECSA LTDA- ELECTRICAS DE MEDELLIN LTDA., según las cuales no resultaba jurídicamente posible solicitar que el consorcio comprase los pliegos, toda vez que los mismos bien podían ser adquiridos por una de las sociedades, toda vez que los consorcios o las uniones temporales se conforman con la presentación de una propuesta; sostuvo que su propuesta resultaba ser la más favorable para la Administración (folios 46 a 52 C3).

3.11.3. Sociedad Electro Atlántico Ltda.

Copia auténtica de las observaciones formuladas a la evaluación de las propuestas por la firma Electro Atlántico Ltda., según las cuales, en primer lugar, no podía jurídicamente solicitarse la “carta en firme”, toda vez que, de conformidad con las normas y conceptos propios de la legislación financiera, el mismo no existía; adjuntó una comunicación del Banco Ganadero -Sucursal Barranquilla- según la cual la carta otorgada por ese banco para participar en la licitación, constituía una “carta en firme”; respecto de la constancia de encontrarse inscrito en el Registro Único de Proponentes expuso que, de conformidad con lo prescrito en el pliego, podía participar aquella persona que se encontrare inscrita en una de las tres actividades pedidas, pero no en las tres (folios 54 a 58 C3). En la mencionada comunicación del Banco Ganadero, fechada el 14 de enero de 1997 y dirigida a la sociedad demandante, se expresó lo siguiente:

“De conformidad con nuestra carta de fecha 4 de diciembre de 1996, atinente a la Licitación Pública Nacional No. AC 001/96 del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta-Alcaldía Mayor de Santa Marta, es una carta en firme otorgada por esta entidad bancaria para avalar y respaldar su propuesta, siempre y cuando se cumplan expresamente con los presupuestos en ella contenidos.”

3.12. Solicitud de adjudicación en audiencia pública.

Copia auténtica de Resolución No. 000022 de enero 20 de 1997, mediante la cual la Contraloría Distrital de Santa Marta dispuso que la “adjudicación de la licitación pública AC 001-96, se haga en audiencia pública en concordancia con lo manifestado en la parte motiva de la presente resolución” (folios 17 y 18, cdno. 1).

3.13. Declaratoria de desierta de la licitación pública No. AC 001/96.

Copia auténtica de la Resolución No. 007 del 20 de enero de 2007, a través de la cual el Alcalde Mayor del Distrito de Santa Marta declaró desierta la licitación pública No. AC. 001 de 1996 y ordenó devolver las garantías de seriedad de las propuestas. De la Resolución se destacan las siguientes consideraciones (folios 3 al 13 del C3): 

“Que los proponentes, presentaron observaciones al informe de evaluación dentro del plazo otorgado por la Ley, a las cuales se les da respuesta a continuación:

“a) OBSERVACIONES FORMULADAS POR LA FIRMA ELECTRO ATLÁNTICO LTDA. 

“Anota la mencionada firma: ‘que para la elaboración del pliego de condiciones la entidad estatal debía ceñirse rigurosamente a lo establecido en el numeral 5º del Artículo 24 de la Ley 80 de 1.993. Que en él y sólo en él se debían determinar las reglas que fijaran los aspectos que habrían de posibilitar una escogencia acertada y objetiva y que sin embargo, se observa que en dichos pliegos no aparece la condición que reza: ‘El respaldo bancario financiero deberá presentarse con una carta en firme de la entidad bancaria o financiera para avalar o respaldar la propuesta’. Que tal condición se estableció en el mismo adendo Aclaratorio 001/96 desvirtuando así la naturaleza jurídica de los Adendos cuyo objetivo es aclarar los pliegos, y/o expedir las modificaciones pertinentes mas no adicionar condiciones. Que dicho de otro modo, según anota la firma, en el mencionado Adendo aclara el requisito de un documento que no exigen los pliegos de la licitación; y que en este orden de ideas, si la condición ha sido impuesta por la entidad estatal en un documento distinto al pliego, es ineficaz de pleno derecho, pues el numeral 5º del Artículo 24 dice: (…) (nótese cómo la ley no mencionó el Adendo); en relación con el parágrafo 2º del literal f, del mismo Artículo 24 que dispone: ‘Serán ineficaces de pleno derecho las estipulaciones de los pliegos o términos de referencia y de los contratos que contravenga lo dispuesto en este numeral’.

“No le asiste razón jurídica alguna a la firma ELECTRO ATLÁNTICO LTDA. como quiera que de acuerdo con la Ley 80 de 1.993, numeral 4º del Artículo 30, dice: ‘…como resultado de lo debatido en la audiencia y cuanto resulte conveniente, el jefe o representante de la entidad expedirá las modificaciones pertinentes a dichos documentos y prorrogará, si fuere necesario, el plazo de la Licitación o Concurso hasta por seis (6) días hábiles…’ lo que indica que el jefe de la administración sí está facultado para introducir modificaciones a los pliegos, con el propósito de aclarar los términos de referencia; además en el pliego de condiciones, en el numeral 2.6 que habla de las modificaciones y aclaraciones a los pliegos de condiciones se establece lo siguiente: ‘Si como resultado de tales consultas o por su propia iniciativa, LA ALCALDIA DISTRITAL DE SANTA MARTA, decide hacer modificaciones o aclaraciones al pliego de condiciones, los hará mediante adendos, copia de los cuales serán suministrados a todos y cada uno de los posibles oferentes que hayan comprado un primer ejemplar de los pliegos de condiciones…’. 

“De otra parte la firma ELECTRO ATLANTICO LTDA., SEÑALA: ‘sin embargo, y a pesar de no existir este tipo de documentos en el lenguaje financiero (la carta en firme), como se puede confirmar en el ESTATUTO ORGANICO DEL SISTEMA FINANCIERO -Decreto 663- Nos permitimos anexarle copia de la carta del Banco Ganadero fechada en Barranquilla el 14 de Enero de los corrientes en la cual nos certifica que para esa entidad bancaria, la carta de fecha diciembre 4 de 1.996, que anexamos a nuestra propuesta para la Licitación AC 001/96 es una carta en firme.’ (sic)

“De acuerdo con lo establecido en el Adendo Aclaratorio No. 001/96 en el numeral 9, se establece lo siguiente: ‘(…)’. El Distrito busca garantizar de manera efectiva la seguridad financiera, a fin de que el contrato no sufra dilaciones o interrupciones que pongan en peligro su ejecución, resultando determinante esta exigencia. De ahí que la llamada ‘carta en firme’ contemplada en el adendo de la referencia implica el compromiso de contar con el respaldo financiero, tal como se indicó en el Adendo aclaratorio 001/96, a diferencia de la carta de intención que presenta el proponente (ELECTROATLANTICO), que no se ajusta a la prescripción del tantas veces mencionado Adendo, como quiera que ella es contentiva de una mera expectativa por parte de ELECTROATLÁNTICO LTDA., para ser evaluada por el Banco Ganadero (…).

“(…)

“Con (sic) relación con la firma ELECTRO ATLÁNTICO LTDA., se anota y establece: 

“1. No le dio cabal cumplimiento a la exigencia consagrada en el numeral 9º del Adendo Aclaratorio No. 001/96 de los pliegos de condiciones, que le imponía la obligatoriedad de presentar una carta en firme de la entidad bancaria o financiera, para avalar y respaldar la propuesta. 

“2. La firma ELECTRO ATLÁNTICO LTDA., no se ajustó a la clara prescripción establecida en el numeral 1.1 INVITACIÓN A LOS PROPONENTES, de los pliegos, que establece lo siguiente: (…). Solamente, se considerarán las ofertas presentadas por las firmas que cumplan con los requisitos definidos en estos pliegos de condiciones: 

‘Podrán participar en esta licitación, las personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en las cámaras de comercio de su domicilio bajo los siguientes códigos de actividades, especialidades y/ grupos: (…).’

“Por consiguiente, se anota que la mencionada firma ELECTRO ATLÁNTICO LTDA., presenta un R.U.P. de la Cámara de Comercio de Barranquilla en donde solamente se encuentra clasificada en la actividad como “PROVEEDOR” con el código 03, no apareciendo clasificada en las otras ACTIVIDADES. La firma ELECTRO ATLÁNTICO LTDA., no se ajustó a la clara prescripción establecida en el numeral 1.1. Lo anterior se complementa con lo prescrito en el numeral 2.1.1 de los pliegos que dice: 2.1.1 DE LA CAPACIDAD FINANCIERA Y VIGENCIA COMERCIAL. (…).

“Con (sic) relación con la firma CONSORCIO ILUMINACIÓN PARA SANTA MARTA., se anota y establece:

“1. No le dio cabal cumplimiento a la exigencia establecida en el Adendo Aclaratorio No. 001/96, numeral 9º, que le imponía la obligación de presentar una carta en firme de la entidad bancaria o financiera, para avalar y respaldar la propuesta. Resaltando que el aspecto financiero tiene significativa importancia como quiera que la capacidad económica suficiente para desarrollar a satisfacción del Distrito de Santa Marta, es requisito más que indispensable como lo consagra el numeral 2.1.1 del pliego de condiciones. 
“Con (sic) relación con la firma UNIÓN TEMPORAL DISELECSA LTDA –ELÉCTRICAS DE MEDELLÍN LTDA., se anota y establece:

“1. Que no se ajustó a lo establecido en el numeral 2.1.5 que establece la compra del pliego de condiciones, ya que la UNIÓN TEMPORAL DISELECSA LTDA. – ELÉCTRICAS DE MEDELLÍN LTDA., no compró pliegos como tal, sino solamente lo hizo la firma DISELECSA LTDA. A esto se suma que tampoco le dio cumplimiento a la prescripción cumplimiento a la prescripción consagrada en el numeral 2.1.6 de los pliegos de condiciones que establece de la presentación del proyecto, y visita a los sitios de la obra y audiencia aclaratoria. Por último, la UNIÒN TEMPORAL DISELECSA LTDA. – ELÉCTRICAS DE MEDELLÍN LTDA., tampoco cumplió a cabalidad con la exigencia relativa a la póliza, comoquiera que esta no fue expedida a nombre de la UNIÓN TEMPORAL DISELECSA LTDA. – ELÉCTRICAS DE MEDELLÍN LTDA. (…)”

4. El pliego de condiciones.

La Ley 80, expedida en el año de 1993, contentiva del denominado Estatuto de Contratación Estatal, vigente al momento de adelantarse el procedimiento administrativo de selección que ha sido cuestionado ante esta instancia judicial, consagra el principio de transparencia
 como orientador de la actividad contractual del Estado, cuyo propósito se encuentra encaminado a garantizar la objetividad, la igualdad y la imparcialidad en los distintos procedimientos que adelante la Administración Pública para la escogencia de sus contratistas, como también a garantizar que sus actuaciones sean publicitadas y conocidas por todos los interesados, lo cual permite que puedan ser controvertidas.

Como aplicación de este fundamental principio, el artículo 24 de la mencionada Ley 80 consagró como regla general que la selección de los contratistas se efectúe mediante el procedimiento administrativo de la licitación pública o el concurso público y, excepcionalmente, a través del sistema de contratación directa
; igualmente, establece la posibilidad de controvertir los informes, conceptos y decisiones adoptados por la Administración; ordena que las actuaciones de la Administración sean públicas y ajustadas a la legalidad; dispone que los actos que se expidan en ejercicio de la actividad contractual, o con ocasión de ella, estén debidamente motivados y prohíbe eludir los procedimientos de selección objetiva.

El numeral 5º del artículo 24 de la Ley 80 de 1993, en armonía con el artículo 30 numeral 2º de la misma ley, impone a las entidades estatales contratantes el deber de elaborar los pliegos de condiciones o términos de referencia con anterioridad a la apertura misma de las correspondientes licitaciones o concursos, al tiempo que ordena que dichos pliegos o términos de referencia contengan reglas claras, justas y completas que permitan la presentación de ofrecimientos de la misma índole, que aseguren la escogencia objetiva del contratista y que eviten la declaratoria de desierta de la licitación; en dichos pliegos, la entidad pública debe definir el objeto del contrato, las condiciones de costos, precio y calidad, el régimen jurídico que lo gobernará, los derechos y los deberes de las partes y determinará los factores objetivos de selección del contratista
. 

Estos imperativos legales desarrollan el principio de transparencia que, a su turno, debe orientar la actividad contractual de las Entidades Estatales, al tiempo que constituye un presupuesto de la legalidad de la contratación pública, desde su misma génesis o formación. 

A este respecto es conveniente recordar, como lo ha dicho la Sala de tiempo atrás, que el pliego de condiciones constituye la ley tanto del procedimiento administrativo de licitación como del contrato a celebrar y se traduce en un conjunto de cláusulas elaboradas unilateralmente por la Administración, con efectos obligatorios, para disciplinar tanto el desarrollo y las etapas del procedimiento administrativo de selección, como el contrato ofrecido a los interesados en participar en la convocatoria a través de la aspiración legítima de que éste les sea adjudicado para colaborar con aquélla en la realización de un fin general, todo lo cual ha de hacerse con plenas garantías y en igualdad de condiciones para los oferentes.
 

Tal obligatoriedad del pliego le ha merecido el calificativo de “ley de la licitación” y “ley del contrato”
, en cuanto que sus disposiciones si bien regulan la etapa de formación del contrato mientras se cumple el procedimiento administrativo de selección objetiva del contratista, lo cierto es que sus efectos trascienden su celebración al punto de regular las relaciones entre las partes, constituye una verdadera fuente de derechos y de obligaciones y permanece aún para la etapa final, al momento de la liquidación.

Los pliegos de condiciones están llamados a establecer los requisitos de participación de los oferentes, así como los criterios o factores de evaluación o calificación de sus ofertas; unos y otros deben llevar como única impronta el fin general perseguido con la contratación propuesta. 

Los primeros permiten y determinan la participación de los sujetos, esto es, habilitan jurídica, financiera o técnicamente la concurrencia de los interesados al proceso y, por ende, conciernen a la idoneidad de los oferentes
; los segundos posibilitan la selección de la mejor propuesta, esto es los que están referidos a calificar la oferta, a darle un puntaje para establecer el mérito de la misma frente al objeto a contratar y, por ende, tienen una conexión directa con la necesidad específica de ese determinado procedimiento de selección contractual, lo cual excluye, de suyo, que factores ambiguos o elementos subjetivos puedan tener una connotación sustancial para la escogencia de la oferta más favorable a los intereses de la entidad y, por lo mismo, gozar del patrocinio o tutela legal.

La elaboración de los pliegos de condiciones debe realizarse, entonces, consultando los fines perseguidos con la contratación estatal, en cumplimiento de los dictados del artículo 3 de la Ley 80 de 1993
, de manera que las cláusulas del mismo están sujetas y circunscritas al objeto del respectivo procedimiento administrativo de selección contractual; por esta razón, los criterios de selección de la propuesta plasmados en los pliegos de condiciones para la ejecución del objeto perseguido con la contratación, deben ser determinantes para el propósito de comparar los aspectos sustanciales de los ofrecimientos, de forma tal que se pueda escoger aquel que resulte más favorable para los fines e intereses de la entidad estatal.

En suma, resulta menester que los criterios de selección que se consagren en los pliegos de condiciones o términos de referencia, permitan a la Administración Pública seleccionar la mejor propuesta, útil para la ejecución del contrato ofrecido mediante la invitación, convocatoria o llamado a proponer o, en las voces del artículo 29 de la Ley 80, tendientes a escoger el ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines que ella persigue, entendido como tal el que resulta más ventajoso para la entidad, luego de tener en cuenta los factores de escogencia, tales como cumplimiento, experiencia, organización, equipos, plazo, precio, entre otros, así como la ponderación precisa, detallada y concreta de los mismos, contenida en los respectivos pliegos de condiciones.

La Sala se ha pronunciado en diversas oportunidades acerca de la importancia del pliego de condiciones dentro del procedimiento administrativo de selección, a la vez que ha destacado su característica de obligatoriedad; se destacan las siguientes providencias:

i) Sentencia del 11 de abril de 2002, expediente 12.294:

“La licitación pública entendida como el procedimiento de formación del contrato
 que tiene por objeto la selección del sujeto que ofrece las condiciones más ventajosas para los fines de interés público que se persiguen con la contratación estatal, está sometida a condiciones normativas y reglamentarias que no pueden cambiarse caprichosamente durante su curso. 

“La claridad e inalterabilidad de las condiciones del proceso licitatorio son características que tienen su fundamento en los elementos esenciales del mismo, cuales son: la libre concurrencia, la igualdad de los oferentes y la sujeción estricta al pliego de condiciones
.

“Luego, si la licitación pública es un mecanismo previsto por la ley para escoger la mejor propuesta, que se rige por la ley y el pliego de condiciones en tanto fija las reglas que orientan la selección del contratista, no es procedente realizar un cambio, expreso o tácito de las mismas a la hora de la adjudicación, con motivo de la evaluación de las propuestas, porque tal conducta atentaría contra el principio de transparencia, la igualdad entre los proponentes y el deber de selección objetiva que caracteriza la contratación estatal.

“Las ofertas deben formularse sobre unas bases dispuestas por la entidad, a tono con la ley, en forma idéntica para todos los participantes; dichas bases no pueden ser modificadas o desconocidas a la hora de la calificación, bajo el argumento de la necesidad de incorporar factores no previstos o de evaluar de manera distinta los establecidos en el pliego, por urgencias de la entidad o para los fines perseguidos con el contrato a celebrarse. Si el factor de que se trata revestía tanta importancia, debió ser incluido en el pliego de condiciones, de manera que todos los participantes hubiesen podido ofertar ese factor de conformidad con lo pedido.”
 

ii) Sentencia del 19 de julio de 2001.

“Si el proceso licitatorio resulta fundamental para la efectividad del principio de transparencia y del deber de selección objetiva del contratista, el pliego determina, desde el comienzo, las condiciones claras, expresas y concretas que revelan las especificaciones jurídicas, técnicas y económicas, a que se someterá el correspondiente contrato. 

“Los pliegos de condiciones forman parte esencial del contrato; son la fuente de derechos y obligaciones de las partes y elemento fundamental para su interpretación e integración, pues contienen la voluntad de la administración a la que se someten los proponentes durante la licitación y el oferente favorecido durante el mismo lapso y, más allá, durante la vida del contrato.

“No es procedente, por consiguiente, alterar o inaplicar las condiciones del pliego porque con ello se violan los referidos principios.” 

iii) Sentencia 15005 proferida el 8 de junio de 2006.

“Los pliegos juegan, pues, un rol fundamental en la fase previa de formación del contrato, al punto de constituir la ley de la licitación, al ser el marco regulatorio de todo el procedimiento de selección, o lo que es igual, de la etapa precontractual, comoquiera que definen los criterios de selección del contratista, con arreglo a los cuales habrá de adelantarse la correspondiente evaluación de las distintas ofertas y, dentro de ellos, obviamente debe aludirse al precio. Por manera que, en principio, como lo ha dicho la Sala, las reglas que se establecen en ellos no puedan ser modificadas o alteradas caprichosa, inconsulta o arbitrariamente por la entidad licitante
, en razón a que cualquier alteración posterior tanto de las reglas que rigen el procedimiento de selección, como del texto del contrato comportaría una abierta trasgresión del derecho a la igualdad de los licitantes
, lo mismo que de los principios de trasparencia y selección objetiva. 

“Ese criterio jurisprudencial edificado sobre lo restrictivo en materia legal de modificación de los pliegos de condiciones lo adoptó la Sala en sentencia de 26 de marzo de 1992 (exp. 6.353,  Consejero Ponente: Dr. Carlos Betancur Jaramillo); allí se dejó en claro que una vez hecha la invitación a contratar por parte de la Administración el pliego de condiciones o los términos de referencia no pueden ser alterados ni modificados. Tal planteamiento se reiteró en otro fallo de la Sala, de 3 de febrero de 2000 (Exp. 10.399, Consejero Ponente: Dr. Ricardo Hoyos Duque) al razonar que las reglas de los pliegos de condiciones o de los términos de referencia deben plasmarse y formalizarse de manera fidedigna en el contrato. Esta línea jurisprudencial la Sala recientemente la precisó, en sentencia de 29 de enero de 2004 (Exp. 10.779. Consejero Ponente: Dr. Alier Eduardo Hernández Enríquez), providencia que observa que en el pliego de condiciones o en los términos de referencia se distinguen con claridad dos grupos de normas; el primero: tiene por objeto regular el procedimiento de selección del contratista; y el segundo grupo de normas: se ocupa de fijar el contenido obligacional del contrato que habrá de suscribirse.

“En cuanto hace al primer grupo de normas del pliego de condiciones o de los términos de referencia, que es justamente el que ocupa, en este juicio, la atención del Consejo de Estado
, la Sala afirmó en la última providencia citada (sentencia de 29 de enero de 2004) el criterio que hoy reitera: que ‘la intangibilidad del pliego se impone en desarrollo de los principios que rigen la licitación, tales como el de igualdad, transparencia y de selección objetiva del contratista, bajo el entendido de que sería abiertamente violatorio de los mismos, que la entidad modificara, a su arbitrio, las reglas de la selección.’
“De suerte que la INTANGIBILIDAD DEL PLIEGO o de los términos de referencia, en relación con las normas que rigen el procedimiento de escogencia del contratista, se desprende de los siguientes principios
: de igualdad (arts. 13 y 209 C. N.); de transparencia (arts. 209 C.N.; 23 y 24 ley 80 de 1993); de economía y publicidad (art. 209 C. N.); de responsabilidad (art. 26 ley 80 de 1993), conforme a los cuales debe adelantarse la función administrativa contractual, del deber de selección objetiva (art. 28 ley 80 de 1993) “bajo el entendido de que sería abiertamente violatorio de los mismos, que la entidad modificara a su arbitrio, las reglas de la selección”
 y del deber de la entidad interesada de elaborar los correspondientes pliegos con la “determinación y ponderación de los factores objetivos de selección” (num. 2 art. 30 ley 80).

“Sin embargo, ello no significa que con posterioridad al llamado a licitación y antes del cierre de la misma, la Administración pueda introducir modificaciones razonadas y razonables al procedimiento de selección, siempre y cuando las mismas sean debidamente comunicadas a todos y en tanto no se afecte el derecho a la igualdad (arts. 13 y 209 Carta Política).”

iv) Sentencia 16432 proferida el 14 de abril de 2010.

“Como el procedimiento de selección del contratista está regido, entre otros, por los principios de transparencia, selección objetiva e igualdad, las entidades deben someter sus actuaciones a lo dispuesto en la ley y en el correspondiente pliego de condiciones, comoquiera que el Estado y los participantes se encuentran subordinados en idéntica forma a tales disposiciones.

“(…)

“De conformidad con todo lo anterior la Sala advierte que el pliego es por regla general intangible
, lo cual significa que no es dable alterar o inaplicar las reglas y condiciones previstas en él. No obstante, la jurisprudencia concibe como procedente la modificación de aspectos puntuales del pliego si los cambios son razonados
, objetivos, se comunican oportunamente a todos los interesados
; se someten a la ley que rige la selección y, sobre todo, si se producen antes del cierre de la licitación o concurso
, esto es, antes de que se cumpla el plazo dispuesto para la presentación de las respectivas propuestas.”

5. El asunto sometido a examen.

La decisión fue apelada por la sociedad demandante, en cuyo escrito solicitó al ad quem modificar la parte resolutiva de la sentencia impugnada y resolver favorablemente las pretensiones no decididas por el a quo, para lo cual formuló los cargos que se analizan a continuación.
5.1. Primer cargo: incongruencia del fallo.

5.1.1. Las pretensiones relativas al registro de proponentes.

La sociedad actora en el escrito de demanda formuló las siguientes pretensiones, en relación con la exigencia del registro de proponentes, plasmada en el pliego de condiciones de la licitación en cuestión:

“PRIMERA: Que se declare que el acto de declaratoria de desierta de la licitación pública nacional 001/96, contenido en la resolución número 007 del 20 de enero de 1997, proferida por la Alcaldía Mayor del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, violó el pliego de condiciones como ley para las partes, cuando dicha resolución descarta la mejor propuesta por estimar que no se cumple con el requisito de estar inscrito y clasificado bajo los siguientes códigos de actividades, especialidades y/o grupos económicos:

Actividad


01 
Constructor 

Especialidad 

05 

Grupo

06 

Actividad 
02 
Consultor 

Especialidad 
04 



Grupo 

01 


Actividad 
02
 Proveedor 

Especialidad 
16 

GRUPO 
85

“Según el certificado correspondiente al registro único de proponentes, Electro Atlántico se encuentra inscrita como sociedad proveedora de artículos eléctricos para la industria y la construcción, lo cual es consecuente con los pliegos de condiciones cuando en el capítulo 2, pág., 12 num. 2.1.1., dicen: podrán participar en esta licitación, las personas naturales o jurídicas que sean: PROVEEDORES DE ARTÍCULOS ELÉCTRICOS para la industria y la construcción, INGENIEROS ELECTRICISTAS y/o CONSTRUCTORES que a satisfacción del Distrito de Santa Marta, demuestren tener la capacidad económica suficiente, para desarrollar satisfactoriamente el proyecto en los plazos y condiciones previstas, conforme a las exigencias de los términos de los presentes pliegos de condiciones. Electro Atlántico Ltda., a todas luces se desempeña en el comercio nacional desde hace muchos años como proveedora de artículos eléctricos para la industria y la construcción, cumpliendo así con la exigencia del pliego cuando de manera reglamentaria en el capítulo 2, pág.12, establece la posibilidad de que participen Proveedores, Ingenieros electricistas y/o Constructores. Dicha situación parece ser complementaria con aquella descrita en el capítulo de “Generalidades”, cuando habla de que podrán participar en la licitación las personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en las cámaras de comercio de su domicilio bajo los siguientes códigos de actividades, especialidades y/o grupos económicos ‘…’ lo cual hace presumir que la expresión y/o hace alusión a actividades alternativas. 

“PRIMERA A: Que en subsidio de la pretensión primera de este libelo, se declare que el requisito de calificación y clasificación de los proponentes contenido en el numeral 1.1, Generalidades e invitación a proponer (pág.5), analizado hermenéuticamente con el numeral 2.1, Requisitos para participar en la licitación (pág. 12) es ineficaz de pleno derecho, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 numeral quinto, letras a, b y e, de la Ley 80 de 1993 por cuanto dicha exigencia no configura un requisito objetivo necesario para participar en la licitación, no configura reglas claras, justas y completas que permitan ofrecimientos de la misma índole que aseguren una escogencia objetiva y eviten la declaratoria de desierta de la licitación, y al mismo tiempo dicha exigencia, en la forma como fue concebida, configura reglas ambiguas y confusas que pudieron inducir a error a los proponentes en la interpretación de los pliegos para la presentación de su propuesta, rompiendo así el principio de transparencia en los procesos contractuales. 

“PRIMERA B: Que en subsidio de las anteriores, se declare que las disposiciones del pliego de condiciones que reglamentan el registro, calificación y clasificación en el registro de proponentes, especialmente aquellas contenidas en los numerales 1.1. Invitación a proponer, y 2.1.1, De la capacidad financiera y vigencia comercial, son nulas por ser manifiestamente violatorias del artículo 22 inciso 6 de la Ley 80 de 1993 cuando dice: No se requerirá de este registro, ni de calificación, en los casos de contratación de urgencia a que se refiere el artículo 42 de esta ley; contratación de menor cuantía a que se refiere el artículo 24 de esta ley; contratación para el desarrollo directo de actividades científicas y tecnológicas; contratos de prestación de servicios y contratos de concesión de cualquier índole y cuando se trate de adquisición de bienes cuyo precio se encuentre regulado por el Gobierno Nacional. ‘(Es evidente que estamos frente a un contrato de concesión)’.” (Negrillas del original).

5.1.2. Lo decidido por el Tribunal Administrativo a quo.

El Tribunal Administrativo a quo resolvió lo siguiente en relación con la primera pretensión:

“1º DECLARAR la nulidad de las expresiones ‘bajo los siguientes códigos de actividades, especialidades y/o grupos económicos: 

ACTIVIDAD


01 CONSTRUCTOR 

ESPECIALIDAD 

05 Montaje y obras complementarias 

GRUPO

06 Líneas de transmisión y subtransmisión de energía 

ACTIVIDAD 
02 CONSULTOR 

ESPECIALIDAD 
04 Energía 


GRUPO 

01 Gestión energética 


ACTIVIDAD 
03 PROVEEDOR 

ESPECIALIDAD 
16 Máquinas y aparatos, materiales eléctricos y sus partes

GRUPO 
85 Máquinas, aparatos y materiales eléctricos y sus partes’

“Insertas en el numeral 1.1 INVITACIÓN A LOS PROPONENTES del pliego de condiciones de la Licitación Pública Nacional No. AC. 001/96 para contratar por el sistema de concesión; el suministro de instalación, mantenimiento, renovación, expansión y administración de alumbrado público en todo el territorio del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta.” 

5.1.3. La apelación.

Para la actora la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo a quo resultó incongruente porque al encontrarse probado que el pliego de condiciones exigió como requisito necesario para participar en la licitación la inscripción en el registro único de proponentes, el Tribunal a quo debió declarar la nulidad de todas las disposiciones del pliego de condiciones que exigieran el registro, la inscripción y la calificación en tal registro y no podía limitarse a decretar la nulidad de las expresiones “bajo los códigos de actividades, especialidades y/o grupos”. 

5.1.4. Consideraciones de la Sala.

La sociedad actora formuló, en relación con la exigencia del registro de proponentes, tres pretensiones, una principal y dos subsidiarias; como pretensión principal pidió la declaratoria de que el acto administrativo por medio del cual la entidad declaró desierta la licitación, contenido en la Resolución número 007 del 20 de enero de 1997, vulneró el pliego de condiciones, en tanto descartó su propuesta, en razón de que ella no se encontraba inscrita, calificada y clasificada en el registro de proponentes, en los grupos, actividades y especialidades allí solicitados.

Como primera pretensión subsidiaria -2A- pidió que se declarara que el requisito de encontrarse inscrito en el registro de proponentes –numerales 1.1 y 2.1.1 del pliego de condiciones- resultaba “ineficaz de pleno derecho”, de conformidad con las previsiones del artículo 24 numeral 5, ordinales a, b y e, de la Ley 80 de 1993.

Como pretensión 2B, subsidiaria de las dos anteriores, solicitó la declaratoria de nulidad de las expresiones del pliego de condiciones “que reglamenta (sic) el registro, calificación y clasificación en el registro de proponentes”, especialmente aquellas contenidas en los numerales 1.2  y 2.1 del mismo, en tanto resultaban manifiestamente violatorias del artículo 22 inciso 6 de la Ley 80, por tratarse de un contrato de concesión, para cuya celebración no se requería encontrarse inscrito, calificado y clasificado en el registro de proponentes.

Observa la Sala que el Tribunal Administrativo a quo, sin hacer referencia a las pretensiones principal y primera subsidiaria, concedió parcialmente la segunda pretensión subsidiaria -2B-, en relación con la cual la actora ha formulado apelación, en tanto consideró que el fallo resulta incongruente porque el Tribunal se limitó a declarar la nulidad de la expresión relativa a las actividades especialidades y grupos contenida en el numeral 1.1 y no de  “la parte del pliego que exige la Inscripción en el Registro Único de Proponentes como requisito de participación en la licitación de Concesión de Alumbrado Público en la ciudad de Santa Marta.”

Encuentra la Sala que, en efecto, la actora solicitó que “se declare que las disposiciones del pliego de condiciones que reglamentan el registro, calificación y clasificación en el registro de proponentes, especialmente aquellas contenidas en los numerales 1.1. Invitación a proponer, y 2.1.1, De la capacidad financiera y vigencia comercial, son nulas por ser manifiestamente violatorias del artículo 22 inciso 6 de la Ley 80 de 1993. (…).” 
En el numeral 2.1 del pliego de condiciones se dispuso lo siguiente:

 “Podrán participar en esta Licitación, las personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en las cámaras de comercio de su domicilio bajo los siguientes códigos de actividades, especialidades y/o grupos económicos:

“(…).”

En el punto 2.1.1, también acusado de nulidad por la actora, se expresó lo siguiente:

“2.1.1. DE LA CAPACIDAD FINANCIERA Y VIGENCIA COMERCIAL

“Podrán participar en esta Licitación, las personas naturales o jurídicas que sean: PROVEEDORES DE ARTICULOS ELECTRICOS para la Industria y la Construcción, INGENIEROS ELECTRICISTAS Y/O CONSTRUCTORES que a satisfacción del DISTRITO DE SANTA MARTA, demuestren tener la CAPACIDAD ECONOMICA SUFICIENTE para desarrollar satisfactoriamente el proyecto en los plazos y condiciones previstas, conforme a las exigencias de los términos de los presentes pliegos de condiciones.

“Los consorcios, uniones temporales o promesas de asociación  futuras (…) cada uno de sus miembros individualmente considerado deberá estar inscrito y clasificado en por lo menos una (1) de las actividades económicas definidas en los grupos y especialidades requeridas antes de la fecha de apertura de la presente licitación, pero la suma de los miembros, deberá abarcar dicha capacidad.”  

En relación con la exigencia de encontrarse inscrito, calificado y clasificado en el registro de proponentes, disponía el artículo 22 de la Ley 80, expedida en el año de 1993, -antes de la modificación efectuada mediante la Ley 1150 de 2007
- lo siguiente:

“ARTICULO 22. DE LOS REGISTROS DE PROPONENTES. Todas las personas naturales o jurídicas que aspiren a celebrar con las entidades estatales, contratos de obra, consultoría, suministro y compraventa de bienes muebles, se inscribirán en la Cámara de Comercio de su jurisdicción y deberán estar clasificadas y calificadas de conformidad con lo previsto en este artículo. 

“(…)
  
“No se requerirá de este registro, ni de calificación ni clasificación, en los casos de contratación de urgencia a que se refiere el artículo 42 de esta ley; contratación de menor cuantía a que se refiere el artículo 24 de esta ley; contratación para el desarrollo directo de actividades científicas o tecnológicas; contratos de prestación de servicios y contratos de concesión de cualquier índole y cuando se trate de adquisición de bienes cuyo precio se encuentre regulado por el Gobierno Nacional.

“(…).”  (Negrillas por fuera del original)


En relación con el registro de proponentes la Sala ha expresado lo siguiente:

“El registro de proponentes constituye, por regla general, un requisito previo para la contratación con el Estado. Su formación se traduce en la certificación de  la  capacidad de las personas inscritas para poder contratar, en tanto la inscripción las habilita para participar en las licitaciones o concursos y celebrar contratos con la administración pública,  respecto al tipo de contratos en los que la ley lo exige.

“(…)

“En vigencia del Decreto ley 222 de 1983 no existía un registro único, lo cual permitía que cada entidad u organismo llevara su propio registro de proponentes (arts. 44 y 45). El Decreto 1522 de 1983, constituyó el reglamento al cual debían someterse las personas interesadas en celebrar contratos con la Nación y las entidades de su orden, mientras que las del orden departamental, municipal o distrital podían adoptar sus propios reglamentos. 

“(…)

“La ley 80 de 1993 estableció el registro único de Proponentes
 y le atribuyó exclusivamente a las Cámaras de Comercio la función de inscribir a los contratistas, organizar su clasificación y llevar el registro oficial. Que de ello esté encargado un particular, no lo despoja de su carácter de función administrativa, toda vez que la ejerce con fundamento en la ley y con una finalidad de interés público (art. 210 Constitución Política).

“Del acto de inscripción en el registro puede decirse que es público porque así lo define la ley, en tanto la información de la persona inscrita se encuentra a disposición de cualquier persona que manifieste la intención de conocerla; es temporal porque no le otorga al titular una habilitación ab eternum para celebrar contratos con las entidades públicas y es mutable, en cuanto le permite a los interesados en el término de su vigencia, actualizar y modificar su inscripción cuando se presenten cambios que afecten sus calidades profesionales, técnicas, económicas y financieras.

“(…)

“Puede concluirse que el registro de proponentes tiene un origen legal y hace parte de aquellas regulaciones que el legislador puede adoptar para dotar a la administración de mayores elementos de juicio para tomar decisiones que comprometen el interés público, en tanto la información allí contenida no se suministra para efectos de un contrato especial, sino para participar en todas las licitaciones de conformidad con el principio de la autonomía de la voluntad, pues al fin y al cabo los inscritos en este registro tienen la vocación permanente de contratar con el Estado.
.”
 (Negrillas por fuera del original).

Tal como se observó, mediante el artículo 22 de la Ley 80, el legislador dispuso los contratos respecto de los cuales resultaba obligatorio encontrarse inscrito, calificado y clasificado en el registro de proponentes, como un requisito previo para presentar propuestas y para celebrar tales contratos; también se ocupó la norma legal de consagrar algunos otros contratos para cuya contratación no se requería contar con este requisito, uno de los cuales era el contrato de concesión; así pues, legalmente no le estaba permitido a las entidades públicas formular a los proponentes la exigencia de encontrarse inscritos en el registro de proponentes, toda vez que de conformidad con el artículo 25 numeral 15 de la mencionada Ley 80 “Las autoridades no exigirán sellos, autenticaciones, documentos originales o autenticados, reconocimientos de firmas, traducciones oficiales, ni cualquier otra clase de formalidades o exigencias rituales, salvo cuando en forma perentoria y expresa lo exijan leyes especiales.”

Así pues, encuentra la Sala que la exigencia contenida en el pliego de condiciones de la licitación pública nacional No. AC.001/96, respecto de que los proponentes para participar en la misma se encontraran inscritos, calificados y clasificados en el registro de proponentes, contraría tanto el artículo 22, como el artículo 25 numeral 15 de la Ley 80, razón por lo cual la Sala declarará su nulidad.

Asimismo el aparte de la resolución demandada mediante la cual se descartó la propuesta presentada por la actora, en razón de que ésta no estaba inscrita, calificada y clasificada en el registro de proponentes también se encuentra viciado de nulidad, toda vez que no resultaba jurídicamente posible descartar esta propuesta, o cualquier otra, por la falta de tal requisito, por las mismas razones que se expusieron respecto de la nulidad de los apartes del pliego de condiciones.

5.2. Segundo cargo: la exigencia de la “carta en firme” vulneró la Ley 80 de 1993.

5.2.1. Las pretensiones.

Pidió la actora que se declarara que la sociedad demandante “con la manifestación del banco, además ratificada en término, se cumple a cabalidad con el requisito solicitado en el pliego de condiciones" de aportar una carta en firme para financiar el proyecto.
Como primera pretensión subsidiaria de la anterior, solicitó que se declarara que la exigencia de la carta en firme no resultaba necesaria para la comparación de las propuestas y, por esa razón, aun si incumpliese con tal requisito, la propuesta presentada por la actora no podía ser descartada; como segunda pretensión subsidiaria pidió la declaratoria de que tal requisito era ineficaz de pleno derecho, en tanto contrariaba las disposiciones contenidas en el artículo 24 numeral 5, ordinales b, d y e, por cuanto se trataba de una regla ambigua, oscura y confusa, que inducía a los proponentes al error, toda vez que no existía disposición legal alguna que definiera en qué consistía tal requisito.

5.2.2. La decisión del a quo.

Respecto de la exigencia de la “carta en firme” el Tribunal a quo consideró que si bien se allegó una carta suscrita por el gerente del Banco Ganadero de la ciudad de Barranquilla, el día 4 de diciembre de 1998, con esta comunicación la actora no cumplía con la exigencia del respaldo bancario o financiero para la ejecución del objeto de la licitación que se formuló en el pliego de condiciones.

5.2.3. La apelación.

La actora, ahora apelante, sostuvo que con la carta emitida por el Banco Ganadero cumplió con el requisito de la carta en firme, en tanto “el papel solicitado obraba en el expediente, fue ratificado en tiempo por la entidad financiera por quien fue expedido, y nunca fue solicitada aclaración alguna por parte de la administración dentro de los términos legales consagrados para ello en la etapa de evaluaciones de las propuestas”.

Afirmó la recurrente que, aún si hubiese incumplido con el requisito de la carta en firme, la entidad pública demandada no podía descalificar su propuesta porque se trató de “un requisito de forma cualificado que se inventó la administración para no evaluar la propuesta”.
También aseveró la apelante que esta exigencia resultaba “ineficaz de pleno derecho”, toda vez que no fue objetiva, justa, clara y completa e indujo a error a los proponentes dado que el concepto de “carta en fime” no se encontraba definido en norma legal alguna.

5.2.4. Consideraciones previas.

5.2.4.1. Interpretación de la demanda.

Cabe iniciar el análisis bajo la consideración de que la demanda es el instrumento idóneo para activar la jurisdicción
, por tanto, debe cumplir con los distintos requisitos exigidos en los artículos 137 y 139 del C.C.A., a efectos de que se considere apta, se adelante el respectivo proceso y se resuelva efectivamente la controversia
.

A su vez, mediante la formulación de las pretensiones, el demandante expone sus solicitudes al juez, para que las considere y satisfaga su necesidad. A través de éstas se indica el fin concreto perseguido con el ejercicio de la respectiva acción, toda vez que el juicio que adelantará el juzgador se restringirá al análisis propuesto en cada una de esos pedimentos. Las pretensiones constituyen, entonces, el petitum de la acción, erigiéndose así en el objeto del proceso, pues constituyen su hoja de ruta al demarcar y orientar el estudio que abordará el juez
. 
Ahora, considerando la trascendencia de la formulación de la pretensión para el proceso jurisdiccional y, así mismo, para la satisfacción de las necesidades del demandante, es necesario tener en cuenta las exigencias del artículo 138 del C.C.A.
, según el cual, ésas deben enunciarse de forma clara y precisa.

Al observar el caso concreto, encuentra la Sala que la demandante cumplió parcialmente estos requisitos, comoquiera que de un lado solicitó, como pretensión principal, la declaración de que había cumplido con la exigencia formulada, pero al tiempo afirmó que no se encontraba obligada a cumplir tal exigencia en tanto la misma resultaba ineficaz de pleno derecho y solicitó tal declaración como pretensión subsidiaria.

Si bien es cierto que las pretensiones así planteadas carecen de coherencia, ello no es óbice para que la Sala, en atención al principio Constitucional de prevalencia del derecho sustancial (artículo 228 de la Constitución Política
), interprete la demanda y establezca la intención de la sociedad demandante, una vez se analice dicho escrito en su integridad. Sobre el particular, esta Sección ha expuesto:

“La interpretación y concreción del petitum que se hizo en la sentencia recurrida obedeció a la facultad y, desde luego, al deber que tiene el juzgador de interpretar la demanda con miras a no entorpecer el accionar del reclamante, con mayor razón cuando del contexto mismo de dicho libelo resulta clara la vía procesal a seguir y la orientación que lleva a las distintas peticiones relacionadas, así lo hayan sido en forma desordenada e informal. Cabe recordar que corresponde al fallador, por mandato legal contenido en el artículo 4º del C. de P. C., tener en cuenta “que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial…”: Con acierto sostuvo la Corte que “una demanda debe interpretarse siempre en conjunto, porque la intención del actor está muchas veces contenida no solo en la parte petitoria sino también en los fundamentos de hechos y de derecho” (XLIV. Pág. 627). No se puede entonces desestimar la demanda, más hoy, cuando el artículo 228 de la Carta prescribe que en las actuaciones judiciales “prevalecerá el derecho sustancial.”

En similar sentido, en sentencia de enero 23 de 2003, esta misma Sección sostuvo:

“Como cualquier otro acto de hombre o de persona, la demanda es objeto de valoración; ésta implica no dejarse llevar por su mera apariencia formal. Por eso el Código de Procedimiento Civil enseña que ‘Al interpretar la ley procesal, el juez deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley substancial. Las dudas que surjan en la interpretación de las normas del presente Código, deberán aclararse mediante la aplicación de los principios generales del derecho procesal, de manera que se cumpla la garantía constitucional del debido proceso, se respete el derecho de defensa y se mantenga la igualdad de las partes’ (art. 4º). 

“Por consiguiente la doctrina indica que para el estudio de la ley procesal ‘no puede el juzgador aferrarse a las palabras ni al sentido literal, sino que debe perseguir el conocimiento del contenido jurídico que ella encierra, y si el objeto de los procedimientos es la tutela de los derechos reconocidos en la ley substancial, con mayor razón es imperativo adoptar un criterio de interpretación conjunta, razonada y científica de la demanda’ 
.

“Así entonces conociendo que la demanda es un todo, si en su apreciación no se encuentra armonía absoluta habrá, si se puede, que acudir a los hechos históricos que la informan como a los fundamentos de derecho que alude para hacer visible su verdadero sentido (…)”. 

Así las cosas, partiendo de la facultad-deber que le asiste al juez para interpretar la demanda y desentrañar la intención de los demandantes, en aquellos casos en los cuales exista duda o incomprensión, es menester establecer en el presente asunto cuál era el objetivo expuesto en la demanda. 
En este orden de ideas, considera la Sala que la intención del actor se puede resumir en que su propuesta no fuera descalificada por el requisito de la “carta en firme”, bien porque se trataba de un asunto meramente formal o, bien porque resultara “ineficaz de pleno derecho”.

Así pues, de acuerdo con lo antes dicho, considera la Sala que se debe examinar, en primer lugar,  la exigencia de la carta en firme, formulada mediante adenda y, en segundo lugar, el cumplimiento o el incumplimiento de la actora con este requisito.

5.2.4.2. La declaratoria de ineficacia solicitada por la sociedad demandante.
Resulta menester precisar que la actora solicitó la declaratoria de que la exigencia de la carta en firme resultaba “ineficaz de pleno derecho”; no pidió la demandante la declaratoria de nulidad de la misma, en razón de lo cual, debe reflexionarse brevemente acerca de la diferencia entre la validez y la eficacia de los actos administrativos.

Como ha sido entendido tanto por la doctrina como por la jurisprudencia, la validez supone que han sido observados los elementos esenciales consagrados en el ordenamiento jurídico para su expedición, por manera que su desconocimiento implicaría la existencia de un vicio que acarrearía la declaratoria de nulidad del acto. Sobre la invalidez la Sala ha sostenido lo siguiente:

“Para determinar la validez del acto administrativo resulta indispensable realizar el examen de sus elementos esenciales en torno a la competencia del órgano y de la autoridad administrativa que lo profiere; los motivos de su expedición; la finalidad perseguida con la decisión administrativa; el contenido mismo del acto y los procedimientos, trámites, formalidades o actuaciones cumplidas para proferirlo, de tal suerte que si alguno de estos elementos no se ajusta a las prescripciones legales, es decir, vulnera el ordenamiento jurídico, el acto estará afectado de nulidad y podrá ser impugnado mediante las acciones previstas por la ley, aún desde el mismo momento de su expedición y antes de ser publicado o notificado, según el caso, sencillamente porque los vicios del acto administrativo se configuran en el momento de su nacimiento a la vida jurídica -que es el momento en relación con el cual se examinan- y no al momento de su publicitación”
.

La eficacia se refiere a la producción de los efectos derivados de los actos administrativos, la cual deviene de su naturaleza ejecutiva y ejecutoria
 que permite la materialización de lo decidido, aún en contra de la voluntad del sujeto pasivo de la decisión
, como consecuencia de la presunción de legalidad que caracteriza y acompaña a las determinaciones de la Administración
 y del privilegio de la llamada autotutela ejecutiva, propio del obrar de la misma; en virtud de la eficacia la Administración cuenta con la posibilidad de cumplir y de hacer cumplir sus decisiones. 
Las figuras de la invalidez y de la ineficacia tienen alcances jurídicos diferentes, mientras la primera conduce a la declaratoria judicial de nulidad del acto demandado, la segunda implica la imposibilidad de materializar la decisión contenida en el mismo.  

En el presente caso pidió la parte actora la declaratoria de que la exigencia de la “carta en firme” era ineficaz de pleno derecho, en tanto desconocía el contenido del artículo 24 -ordinal 5, literales b, d y e-, toda vez que la misma se constituía en una regla ambigua, oscura y confusa, que inducía a los proponentes al error, dejaba su definición bajo la exclusiva voluntad de la entidad y resultaba de imposible cumplimiento.

Ahora bien, antes de examinar la ineficacia relativa a la exigencia de la carta en firme, contenida en la adenda No. 001/96, que, como antes se mencionó, supone la validez de tal disposición, en virtud de la presunción de legalidad, para la Sala resulta importante examinar el tema relacionado con la competencia ratione temporis de la entidad para la expedición de una adenda con tal contenido.

Lo anterior en razón a que la naturaleza de orden público propia de las normas que regulan y determinan la competencia, sea ésta de carácter jurisdiccional
 o administrativa
, exige un control de aquellos eventos en los cuales éstas se transgreden, así este aspecto no se constituya como pretensión, comoquiera que la incompetencia se erige en la más grave de las distintas formas o clases de ilegalidad
. Sobre este asunto, la Sala señaló en anterior oportunidad:

“En el caso que se examina se encuentra que la extemporaneidad alegada no fue objeto de las pretensiones de la demanda y esta consideración sólo la hace la parte actora en el alegato de conclusión ante esta instancia. Sin embargo, por tratarse del cargo de incompetencia temporal o ratione temporis que constituye el vicio más grave de todas las formas de ilegalidad en que puede incurrir el acto administrativo y por el carácter de orden público que revisten las reglas sobre competencia (arts. 121 y 122 Constitución Política), es posible su examen en forma oficiosa por el juzgador.”

Posteriormente, en igual sentido y resaltando la trascendencia del principio de legalidad en las actuaciones administrativas, esta Sección expresó al respecto:

“En virtud del principio de legalidad
, principio básico en un Estado de derecho, las competencias de cada uno de los órganos y autoridades de la Administración Pública deben encontrarse asignadas por la Constitución Política o la ley de manera expresa, tal como lo ordena la Carta en sus artículos 4, 6, 121 y 122, lo cual impone que toda actuación de dichos órganos se encuentre sometida al imperio del derecho, presupuesto indispensable para la validez de los actos administrativos.

“La jurisprudencia de la Sección Tercera
 ha enseñado que la competencia constituye el primero y más importante requisito de validez de la actividad administrativa, asumiendo que la incompetencia configura la regla general mientras que la competencia constituye la excepción, comoquiera que la misma se restringe a los casos en que sea expresamente atribuida por el ordenamiento jurídico a las distintas autoridades, lo cual se explica si se tiene en cuenta que ‘la incompetencia está entronizada en beneficio de los intereses generales de los administrados contra los posibles abusos o excesos de poder de parte de los gobernantes; por esta razón, el vicio de incompetencia no puede sanearse’ 
.

“Igualmente ha puntualizado sobre el vicio de incompetencia lo siguiente
: 

‘(…) dada la gravedad que representa la ausencia de este requisito en la expedición de los actos administrativos, la Sala, al igual que la doctrina
, ha considerado que “...por tratarse del cargo de incompetencia (...) que constituye el vicio más grave de todas las formas de ilegalidad en que puede incurrir el acto administrativo y por el carácter de orden público que revisten las reglas sobre competencia (Art. 121 y 122 Constitución Política), es posible su examen en forma oficiosa por el juzgador’
.

“Con lo anterior, no se trata de desconocer el principio de jurisdicción rogada que distingue a la contencioso administrativa, sino de admitir que existen algunos eventos en los cuales tal característica debe ceder, en virtud de los más altos valores que se hallan en juego y que le corresponde defender al juez contencioso administrativo (…)’ (la negrilla no es del texto original). 

“La actividad contractual de la Administración no escapa al principio de legalidad, toda vez que en este ámbito sus actuaciones también deben someterse a claras y precisas competencias que se encuentran atribuidas por la ley, normas de orden público y de obligatorio cumplimiento, máxime cuando se trata del ejercicio de prerrogativas que detenta la entidad estatal contratante; así pues, las facultades que por atribución legal ejercen las entidades del Estado cuando se relacionan con los particulares, mediante la contratación, requieren definición legal previa y expresa de la ley, puesto que es la propia ley la que establece los límites a la autonomía de la voluntad. 

“Es por ello que la terminación unilateral a cuya aplicación obliga el artículo 45 de la Ley 80, mal podría ejercerse en casos distintos a los expresamente previstos en esa norma legal.” 

Con base en lo expuesto y considerando la naturaleza de orden público, propia de las normas que regulan y atribuyen competencia y los postulados del principio de legalidad, se concluye que en aquellos casos en los cuales el juez advierta falta de competencia en determinado caso, debe abordar oficiosamente su estudio, debido a que ésta constituye una grave causal de ilegalidad.

5.2.5. La oportunidad para expedir la cuestionada adenda.

Como antes se expuso, la elaboración del pliego de condiciones debe realizarse con la debida antelación, de conformidad con las prescripciones  contenidas en el numeral 12 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, en armonía con lo prescrito en el numeral 2º del artículo 30, toda vez que éstos desempeñan un importante papel en la fase previa de formación del contrato, al constituirse en el marco regulatorio del procedimiento administrativo de selección, en razón de lo cual, en principio, las reglas que se establecen en los mismos no pueden modificarse de manera inconsulta. 

También cabe anotar que el deber de sometimiento a la ley y al pliego de condiciones, impide a la entidad estatal modificar los requisitos de este último por fuera de los eventos y oportunidades expresamente previstos en la ley, comoquiera que ello resultaría lesivo de los principios que rigen la selección, así como de los derechos de los participantes. 

Ahora bien, como lo ha entendido la Sala, cuando el legislador en el artículo 30.4 previó la posibilidad de realizar una audiencia con el propósito de precisar el contenido y el alcance de los documentos de la licitación, así como de oír a los interesados, también previó la posibilidad de introducir modificaciones, con tal propósito. En efecto, así se pronunció la Sala:

“Cuando el artículo 30.4 de la ley 80 de 1993 prevé la celebración de una audiencia “con el objeto de precisar el contenido y alcance de los mencionados documentos y de oír a los interesados”, ello implica que no necesariamente la aclaración tiene lugar con una simple explicación verbal, sino que habrá situaciones, excepcionales claro está, en que para precisar el contenido o el alcance de algunos apartes del pliego de condiciones o de los términos de referencia sea menester introducir modificaciones o alteraciones mediante adendos. Así lo establece el inciso siguiente de la norma en comento: “Como resultado de lo debatido en la audiencia y cuando resulte conveniente, el jefe o representante de la entidad expedirá las modificaciones pertinentes a dichos documentos y prorrogará, si fuere necesario, el plazo de la licitación o concurso hasta por seis  (6) días hábiles”
. En este sentido la Sala en oportunidad precedente al ocuparse de la naturaleza jurídica de los pliegos consideró: “En últimas, se trata de un acto jurídico prenegocial con carácter vinculante y obligatorio para los partícipes del proceso de licitación, que únicamente puede ser objeto de modificaciones, en las oportunidades previstas en el estatuto contractual, que lo son exclusivamente con antelación al cierre de la licitación”.
 (Subrayas por fuera del texto original).

“(…)

“También tiene razón el actor cuando dice del quebranto del artículo 28 de la ley 80 de 1993, que prevé que la interpretación de las normas relativas a los procedimientos de selección y escogencia de contratistas se hará con sujeción a los principios arriba citados. Interpretación que en este caso no se dio, al punto de que la entidad licitante modificó motu proprio las reglas en una interpretación muy flexible de las condiciones establecidas en los términos de referencia, que a su juicio le permitiría modificarlos en este punto sin consecuencia jurídica alguna para todo el proceso licitatorio.

“(…)

“No hay discusión, pues, que la modificación se adelantó no solamente fuera de la situación prevista en el artículo 30.4 de la ley 80 de 1993, vale decir, como fruto de la audiencia de aclaraciones, comportó la modificación de las reglas relativas a la selección de las propuestas, lo cual constituye vicio de incompetencia, y persiguió fin distinto al propio que la ley le ha dado al acto, expidiéndose una resolución administrativa de declaratoria de desierta en abierta oposición de la ley 80 de 1993: pretender eludir el procedimiento de selección objetiva.

“(…) 

En suma, si bien es cierto que resulta procedente introducir, como quedó expuesto, modificaciones al pliego de condiciones antes del cierre de la licitación y si, como ha señalado la Sala “[l]a propuesta implica un sometimiento al pliego de condiciones y quien propone es porque tiene conocimiento de éste y se somete a sus exigencias”
, sujeción estricta
 que obviamente se hace extensiva a las modificaciones que a ellos se introduzcan, no lo es menos que a la entidad licitante le está vedado introducir modificaciones en orden a cambiar radicalmente uno de los factores de evaluación, (…).

“Precisión y claridad que deben ser adoptadas desde el inicio mismo proceso y por lo mismo no resulta admisible cambiar con posterioridad las reglas de evaluación, amparándose en la facultad modificatoria de los pliegos” 
. 

En el caso concreto, en relación con la exigencia de la carta de intención y posteriormente de la carta en firme, se encontró probado lo siguiente:

i) La capacidad económica del proponente se consagró en el pliego de condiciones como requisito de participación en el procedimiento administrativo de selección, según se  expresó en el punto 2.1.1, relativo a la capacidad financiera y a la vigencia comercial del proponente, cuyo texto es el siguiente:

“Podrán participar en esta Licitación, las personas naturales o jurídicas que sean: PROVEEDORES DE ARTICULOS ELECTRICOS para la Industria y la Construcción, INGENIEROS ELECTRICISTAS Y/O CONSTRUCTORES que a satisfacción del DISTRITO DE SANTA MARTA, demuestren tener la CAPACIDAD ECONOMICA SUFICIENTE, para desarrollar satisfactoriamente el proyecto en los plazos y condiciones previstas, conforme a las exigencias de los términos de los presentes pliegos de condiciones.” (negrillas añadidas).

ii) En el pliego se estipuló que cada oferente sería responsable de la obtención de la financiación, para lo cual debía presentar una carta de intención, como se dispuso en el punto 2.13.1, según el cual:

“2.13.1. FINANCIACION.

“Será responsabilidad de cada oferente, obtener la financiación requerida para el buen desarrollo de la concesión. En consecuencia, deberá presentar la correspondiente carta de intención de la entidad interesada en financiar la ejecución del Contrato.” (negrillas añadidas)

iii) Se estipuló que entre los documentos “esenciales y de obligatoria presentación” se encontraba el aporte una carta de intención; en efecto, en el punto 1.5 del pliego de condiciones se expresó lo siguiente:

“1.5. DOCUMENTOS DE LA PROPUESTA

“Son documentos esenciales y de obligatoria presentación los siguientes:

“(…)

 “11. Esquema financiero propuesto y Carta de Intención de la entidad financiadora. (negrillas añadidas)

iv) Se consignó la carta de intención como parte de las “condiciones mínimas de la oferta”, según se expuso en el punto 4.2 del pliego:

“4.2. CONDICIONES MINIMAS DE LA OFERTA

“La ALCALDIA DISTRITAL de SANTA MARTA, no considerará las ofertas que no cumplan con alguno de los siguientes requisitos mínimos:

“(…)

“k. Esquema financiero propuesto y carta de intención de la entidad financiadora.

“(…).”

v) Se realizó una audiencia en la cual se pidió aclaración respecto de las referencias bancarias de los miembros del consorcio, mas no se hizo mención alguna relativa al punto de la carta de intención.

vi) Por medio de la “adenda aclaratoria No. 001 del 20 de noviembre de 1996”, la cual fue comunicada a las personas que adquirieron el pliego de condiciones, el Alcalde Mayor del Distrito de Santa Marta, expresó que resolvía las inquietudes presentadas por los proponentes y respecto de la exigencia referida a la carta de intención, expresó lo siguiente: 

“9. El respaldo bancario o financiero, deberá presentarse con una carta en firme de la entidad bancaria o financiera, para avalar y respaldar la propuesta.” (Las negrillas son del texto original).

Para la Sala la entidad pública contratante carecía de competencia para expresar, mediante adenda, que la carta de intención resultaba equivalente a un respaldo bancario o financiero, manifestado mediante una carta en firme, por las siguientes razones: 

Se trató de requisitos distintos y no de meras precisiones, dado que en el pliego originalmente se hizo alusión a que se requería una carta de intención -expedida por una entidad bancaria o financiera- , con la cual se acompañara financieramente la propuesta, mientras que la adenda exigió la presentación de una carta en firme de aval y de respaldo a la propuesta.

Si bien no se encuentra una definición propiamente dicha de “carta en firme”, no obstante, de conformidad con el diccionario de la Real Academia Española
, la expresión firme cuenta con varios significados, entre los cuales se destacan los siguientes: i) “que no está sujeto a cambios; fija y definitiva: un pacto firme; una oferta en firme”; ii) “sin variaciones: constante: precios de las acciones”; iii) “concertar una operación comercial con carácter definitivo”; iv) “adoptar una actitud decidida”.

Interpreta la Sala que la entidad pidió una carta suscrita por una entidad bancaria o financiera, con la cual se comprometiera de manera decidida, de una forma fija y definitiva a suministrar los recursos financieros con los cuales el proponente ejecutaría el contrato y no de una mera carta de intención, como se mencionó en el pliego de condiciones. 

Considera la Sala que la exigencia de la carta en firme debió formularse antes de la apertura del procedimiento administrativo de selección y consignarse en el pliego de condiciones, no en esta oportunidad, a través de una adenda, dado que la entidad pública demandada carecía de competencia en esa oportunidad para introducir modificaciones al pliego de condiciones.

Así pues, encuentra la Sala que el aparte de la resolución demandada, mediante el cual se descartó la propuesta presentada por la actora, en virtud de que no cumplía con el requisito de la carta en firme, se encuentra viciado de nulidad, en tanto desconoció lo prescrito en el pliego, toda vez que éste exigió una carta de intención y no una en firme.

5.2.6. La carta relativa a la financiación, aportada por la actora.

Dado que la exigencia de la carta en firme se encuentra viciada de nulidad, examinará la Sala si la carta emitida por el Banco Ganadero cumplía el requerimiento del pliego relativo a la “carta de intención de la entidad interesada en financiar la ejecución del Contrato”, en razón de que resulta necesario examinar el cumplimiento de la actora con todos los requisitos exigidos en el pliego de condiciones, con el propósito de evaluar si su propuesta merecía ocupar el primer lugar y, por ende, tenía derecho a obtener la respectiva indemnización.

Ahora bien, toda vez que, de conformidad con el numeral 2.13.1 del pliego de condiciones, la carta de intención constituía el documento con el cual el oferente acreditaba la obtención de la financiación, analizará la Sala si el oficio emitido por el Banco Ganadero cumple con esta exigencia. En efecto, en el mencionado numeral se dispuso lo siguiente:

“2.13.1. FINANCIACION.

“Será responsabilidad de cada oferente, obtener la financiación requerida para el buen desarrollo de la concesión. En consecuencia, deberá presentar la correspondiente carta de intención de la entidad interesada en financiar la ejecución del Contrato.” (negrillas añadidas)

Como se ha mencionado, la actora afirmó que cumplió con el requisito de la carta de intención, en tanto “el papel solicitado obraba en el expediente, fue ratificado en tiempo por la entidad financiera por quien fue expedido, y nunca fue solicitada aclaración alguna por parte de la administración dentro de los términos legales consagrados para ello en la etapa de evaluaciones de las propuestas”.

La sociedad actora adjuntó a su propuesta tres comunicaciones emanadas de los Bancos Tequendama, Cafetero y Ganadero, no obstante, la actora afirmó que había cumplido con el requisito mediante la expedida por el Banco Ganadero, institución que a través de oficio calendado el 4 de diciembre de 1996 y dirigido a la sociedad Electro Atlántico Ltda., expresó lo siguiente (folio 113 C4):

“REF: LICITACION PUBLICA # AC 001/96 DEL DISTRITO TURISTICO, CULTURAL E HISTORICO DE SANTA MARTA.

“Con relación a la licitación de la referencia, nos permitimos informarles que el BANCO GANADERO, estaría dispuesto en principio a evaluar la propuesta presentada por ELECTRO ATLANTICO LTDA., para respaldar financieramente el proyecto, una vez verificada la factibilidad efectuada por FIGUGAN S.A.

“Asimismo, establecida la estructura de garantías y/o fuentes de pago, siempre y cuando el proyecto sea administrado en sus partes por FIDUGAN S.A. y se enmarque dentro de las políticas internas del Banco.”

Encuentra la Sala que en el citado oficio el Banco Ganadero manifestó que estaría dispuesto a evaluar la propuesta presentada por la sociedad actora, con el propósito de respaldarla financieramente, una vez Fidugán S.A., verificara su factibilidad y, además, se enmarcara dentro de las políticas del banco. Así pues, como puede observarse, esta institución bancaria únicamente se comprometió a efectuar esa evaluación.

En relación con los oficios emanadas de los Bancos Tequendama y Cafetero, además de que la actora en la apelación no hizo referencia alguna a los mismos, toda vez que sólo aludió al emitido por el Banco Ganadero, no se halló constancia de que estos Bancos hubieren efectuado aclaración o complementación adicionales a las comunicaciones entregadas con la propuesta.

Afirmó la apelante que la comunicación del Banco Ganadero fue ratificada por esta institución y que, además, la entidad pública demandada no le había solicitado “aclaración alguna (….) dentro de los términos legales consagrados para ello en la etapa de evaluaciones de las propuestas”. Al escrito contentivo de las observaciones a la evaluación, presentado por la sociedad actora, ésta adjuntó un oficio del Banco Ganadero, sucursal Barranquilla, fechado el 14 de enero de 1997, dirigido a la sociedad demandante, cuyo texto reza así:

“De conformidad con nuestra carta de fecha 4 de diciembre de 1996, atinente a la Licitación Pública Nacional No. AC 001/96 del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta-Alcaldía Mayor de Santa Marta, es una carta en firme otorgada por esta entidad bancaria para avalar y respaldar su propuesta, siempre y cuando se cumplan expresamente con los presupuestos en ella contenidos.”

En primer lugar, advierte la Sala que de conformidad con lo dispuesto en ordinal 7º del artículo 30 de la Ley 80 de 1993, “dentro del plazo razonable” consagrado en el pliego de condiciones, las entidades estatales podrán “solicitar a los proponentes las aclaraciones y explicaciones que se estimen indispensables”; tal como lo dispone la norma, la solicitud de aclaraciones no constituye un imperativo, se trata de una facultad legal de las entidades estatales para ser ejercida en aquellos eventos en los cuales lo consideran indispensable. En este caso, la entidad estatal no consideró indispensable solicitar las aclaraciones.

En segundo lugar, que según lo estipulado en el ordinal 8º del mismo artículo 30, durante el término con el cual cuentan los proponentes para presentar observaciones, éstos “no podrán completar, adicionar, modificar o mejorar sus propuestas”. 

Adicionalmente, el hecho de que entregase la comunicación durante el término previsto para presentar observaciones,  no obligaba a la entidad a considerarla, dado que, como antes se anotó, durante esta etapa no resultaba jurídicamente posible adicionar o mejorar la propuesta; además, si en gracia de discusión se aceptase que la demandante podía incorporar a la propuesta la comunicación remitida por el Banco Ganadero, se podría concluir que ésta no cumple con lo pedido, toda vez que sujetaba la posibilidad de financiar el proyecto al cumplimiento de las exigencias que la entidad bancaria formularía y no contiene una manifestación de intención acerca de la financiación del proyecto.

Así pues, encuentra la Sala que la sociedad demandante no cumplió con el requisito de la carta de intención de la financiación del proyecto, exigido en el pliego de condiciones y, por ello, denegará la segunda pretensión formulada por la sociedad actora.

Dado que no prosperó el segundo cargo, se abstendrá la Sala de examinar los demás cargos formulados.

5.3. Las pretensiones indemnizatorias.

La jurisprudencia de la Sección Tercera
 ha reiterado que en asuntos como el que es objeto de examen, en el cual la demandante pretende la nulidad del acto de adjudicación o, como en este caso, del que declaró desierto el procedimiento administrativo de selección y como consecuencia de esta declaratoria de nulidad, el reconocimiento de la respectiva indemnización, por considerar que su propuesta era la mejor, le corresponderá, si quiere salir avante en sus pretensiones, cumplir una doble carga procesal: de una parte, demostrar que el acto lesionó normas superiores del ordenamiento jurídico y, de otra, probar que efectivamente su propuesta era la mejor. 
A continuación se trascriben algunos apartes de las orientaciones dadas por la Sala en este sentido: 
“(…) el éxito de la prosperidad de la pretensión de nulidad del acto de adjudicación, depende fundamentalmente, del acreditamiento del vicio de ilegalidad de este y de la prueba que permita inferir que la propuesta del demandante, estaba emplazada y merecía ser, de acuerdo con los criterios objetivos de selección, la adjudicataria, por cumplir con todos los requisitos del pliego de condiciones, que para el efecto se consideran ley del procedimiento de selección (…)’

‘(...) pese al evento de aplicar los criterios y adicionar los puntos en la calificación del proceso de selección con la perspectiva que define el demandante, ello no comporta que ascienda al primer lugar en el orden de elegibilidad y mérito y, por ende, que resulte ser la mejor y más ventajosa de las propuestas presentadas en la licitación pública que se estudia. En suma, el demandante no acreditó que su propuesta fuese la más favorable para la administración.” 

A la luz de los lineamientos diseñados por la jurisprudencia de la Sala, correspondía a la parte actora, no solamente probar los cargos de ilegalidad formulados contra el acto administrativo acusado, sino que, adicionalmente se encuentra en el deber de demostrar que su propuesta se ajustaba en un todo a los requisitos establecidos en el pliego de condiciones y que era la mejor en los aspectos técnicos y financieros, circunstancias que la harían acreedora al derecho de ser la adjudicataria de la Licitación Pública Nacional AC 001 de 1996 y por tanto a la indemnización.

En el caso sub lite se acreditaron serias irregularidades en el procedimiento administrativo de selección, originadas en una deficiente elaboración del pliego de condiciones, las cuales no hicieron posible realizar una selección objetiva que permitiera conocer con certeza cuál era la mejor propuesta.

De acuerdo con lo estudiado, por la forma en la cual se confeccionó el pliego de condiciones y por la manera en que se efectuaron las evaluaciones, la Sala encuentra acreditado que se presentaron vicios que comprometen la legalidad del proceso de selección, pero advierte que tales irregularidades no fueron las que determinaron que la adjudicación no hubiese recaído en el proponente Electro Atlántico Ltda., toda vez que ésta no ostentaba la mejor oferta, lo cual solamente hubiera podido examinarse en el evento de que su propuesta hubiese cumplido con la totalidad de las exigencias formuladas en el pliego de condiciones. 

Así pues, si bien se declarará la nulidad de algunos apartes del pliego de condiciones y de la resolución por medio de la cual se declaró desierta la  Licitación Pública Nacional AC 001 de 1996, denegará la prosperidad de las pretensiones indemnizatorias planteadas por la demandante, por cuanto faltó el presupuesto que acreditara que la oferta más favorable en el respectivo procedimiento administrativo de selección, en los términos del artículo 29 de la Ley 80, hubiere sido la suya, requisito esencial e imperativo para reivindicar la titularidad del derecho como adjudicatario en el proceso y reclamar la indemnización de perjuicios por su desconocimiento o menoscabo por parte de la Administración, puesto que en este caso los vicios observados en el procedimiento administrativo de selección no se encuentran vinculados con el hecho de que no se hubiere adjudicado el contrato a la demandante. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A

REVOCAR la Sentencia proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo del Magdalena, el día treinta y uno (31) de agosto de mil novecientos noventa y nueve (1999) y en su lugar, decide:

PRIMERO: DECLARAR la nulidad de los apartes del pliego de condiciones de la Licitación Pública Nacional AC 001 de 1996, en los cuales se formuló la exigencia de encontrarse inscrito, calificado y clasificado en el registro de proponentes.

SEGUNDO: DECLARAR la nulidad de los apartes de la Resolución No. 007 del 20 de enero de 2007, referentes al incumplimiento por parte de la sociedad ELECTRO ATLÁNTICO LTDA., con los requisitos del registro de proponentes y de la carta en firme.

TERCERO: DENEGAR las demás pretensiones de la demanda.

En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

   GLADYS AGUDELO ORDÓÑEZ                 MAURICIO FAJARDO GÓMEZ

HERNAN ANDRADE RINCÓN

� Adición que fue admitida por el Tribunal Administrativo del Magdalena, mediante auto del 11 de febrero de 1998 (folio 301 del cuaderno No. 2).


� No obstante, la parte demandante mediante escrito obrante a folio 351 del cuaderno No. 2, desistió de dicha prueba, desistimiento que fue aceptado por medio de auto del 26 de noviembre de 1998 (fl. 356 cdno. 2). 


� De acuerdo con el artículo 132 numeral 9º del C.C.A.-modificado por el Decreto 597 de 1988, artículo 2º. “Los tribunales administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes procesos:





“(…)





“9º) De los de restablecimiento del derecho en que se controviertan actos del orden nacional, de las entidades territoriales o de las entidades descentralizadas de los distintos órdenes, cuando la cuantía exceda de ochocientos mil pesos ($800.000.oo).” 





El Tribunal Administrativo del Magdalena conoció de este proceso en primera instancia, toda vez que la demandante estimó que el restablecimiento del derecho correspondiente equivalía a la suma $6.333’848.334.oo –folio 16 del cuaderno No. 1–, suma que para la fecha de presentación de la demanda, esto es, el 4 de marzo de 1997, resultaba superior a la entonces legalmente exigida para tramitar el proceso en dos instancias: $3’080.000.oo (Decreto 597 de 1988). 





� Artículo 168, C.C.A.: “PRUEBAS ADMISIBLES. En los procesos ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo se aplicarán en cuanto resulten compatibles con las normas de este Código, las del Procedimiento Civil en lo relacionado con la admisibilidad de los medios de prueba, forma de practicarlas y criterios de valoración.”





� Sobre la filosofía que inspiró la redacción del artículo 177 del C de P. C, ver: PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de derecho probatorio. Bogotá: Librería Ediciones del Profesional. 2007., pág. 245.





� Artículo 253, C. de P. C.: “Los documentos se aportarán al proceso originales o en copia. Esta podrá consistir en transcripción o reproducción mecánica del documento.”


� Folios 188 a 191 del cuaderno No. 3. 


� Ha dicho la Corte Suprema de Justicia, que “mediante la transparencia se garantiza la igualdad y el ejercicio del poder con acatamiento de la imparcialidad y la publicidad. (…) Transparencia quiere decir, claridad, diafanidad, nitidez, pureza y translucidez. Significa que algo debe ser visible, que puede verse, para evitar la oscuridad, la opacidad, lo turbio y lo nebuloso. Así, la actuación administrativa, específicamente la relación contractual, debe ser perspicua, tersa y cristalina.” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia de 10 de julio de 2001, Exp. 13681, M. P. Nilson Pinilla Pinilla.) 





�Con la modificación introducida por la Ley 1150 de 2007, en su artículo 2º, las modalidades de selección son cuatro: la licitación pública, la selección abreviada, el concurso de méritos y la contratación directa.





� Como anota CASSAGNE “Los pliegos de las licitaciones y concursos  públicos contienen un conjunto de prescripciones que comprenden desde reglas de procedimiento, requisitos técnicos y financieros de las ofertas, criterios de selección hasta cláusulas de naturaleza contractual que regirán la futura relación con el adjudicatario.” Cfr. CASSAGNE, Juan Carlos, El Contrato Administrativo, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, Argentina, 1999, pág. 50. 





Como lo ha manifestado de antaño la Sala, los pliegos contienen dos tipos de normas, unas definen las condiciones jurídicas y técnicas que regirán la futura relación contractual y las otras las condiciones jurídicas y técnicas exigidas a los candidatos y los criterios de selección del contratista.





� Ver: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo,  Sección Tercera, Sentencia de 3 de mayo de 1999, Expediente 12344, C.P. Daniel Suárez Hernández. 





� “Por la trascendencia jurídica que tiene el pliego de condiciones como elemento o fase imprescindible en los regímenes licitatorios de selección en lo atinente a la preparación, emisión y ejecución de la voluntad contractual, la doctrina con todo acierto, lo ha denominado “la ley del contrato” por cuanto establece cláusulas que son fuentes principales de derechos y obligaciones de los intervinientes en la licitación y de las partes en la contratación” (Dromi, José Roberto, La licitación Pública, 2ª edición, Editorial Astrea, Buenos Aires, 2002 página 196)





� Los requisitos de participación de los oferentes podían ser objeto de calificación antes de la expedición de la Ley 1150 de 2007; en la actualidad, de conformidad con el artículo 29 de la Ley 80 de 1993, subrogado por el artículo 5º de la Ley 1150, los mencionados requisitos son objeto de verificación de cumplimiento, como habilitantes para la participación en el procedimiento administrativo de selección y por regla general no otorgan puntaje, tal como lo consagra el numeral 1 del mencionado artículo 5o, cuyo texto es el siguiente:





“1. La capacidad jurídica y las condiciones de experiencia, capacidad financiera y de organización de los proponentes serán objeto de verificación de cumplimiento como requisitos habilitantes para la participación en el proceso de selección y no otorgarán puntaje, con excepción de lo previsto en el numeral 4 del presente artículo. La exigencia de tales condiciones debe ser adecuada y proporcional a la naturaleza del contrato a suscribir y a su valor. La verificación documental de las condiciones antes señaladas será efectuada por las Cámaras de Comercio de conformidad con lo establecido en el artículo 6º de la presente ley, de acuerdo con lo cual se expedirá la respectiva certificación.”








� El artículo 3 de la Ley 80 de 1993, preceptúa que “Los servidores públicos tendrán en consideración que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines”. 


� Original de la sentencia en cita: José Roberto Dromi, La Licitación Pública, ed. Astrea, Buenos Aires, 3ra Reimpresión, pág. 122.





� Original de la sentencia en cita: “Para Dromi, son principios jurídicos esenciales de la licitación los dos primeros (Licitación Pública, pág. 134); para Enrique Sayagués Laso, son elementos fundamentales los dos últimos (Tratado de Derecho Administrativo, tomo I. Montevideo 1963; pág. 553.).





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de abril 11 de 2002, Expediente 12.294, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez. 





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de julio 19 de 2001, Expediente 12.037, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.





� Original de la sentencia en cita: “Sentencia de 29 de enero de 2004. Sección Tercera del Consejo de Estado.  Consejero  Ponente: Dr. Alier Eduardo Hernández Enríquez,  Exp. 10.779. Actor: SOCIEDAD CONSTRUCCIONES C. F. Ltda.”





� Original de la sentencia en cita: “Sentencia de 26 de marzo de 1992, Sección Tercera del Consejo de Estado. Consejero Ponente: Dr. Carlos BETANCUR Jaramillo. Exp. 6.353. Actor: CEAT GENERAL DE COLOMBIA S. A. Ver en el mismo sentido concepto de 16 de mayo de 1967 de la de Consulta y Servicio Civil, Consejero Ponente: Dr. Alberto Hernández Mora (Anales Tomo LXXII pág. 23).”





� Original de la sentencia en cita: “Respecto del segundo grupo, vale decir el conjunto de normas que establecen las disposiciones negociales del contrato por celebrar; la Sala admitió su intangibilidad relativa al permitir excepcionales modificaciones cuando se presenten situaciones sobrevinientes que no sean imputables a las partes y que no trasgredan “los principios que rigen la licitación, ni los derechos generados a favor de la entidad y el adjudicatario” Sentencia antes citada, de 29 de enero de 2004, Exp. 10.779. Actor: SOCIEDAD CONSTRUCCIONES C.F. LTDA. Consejero Ponente: Dr. Alier Eduardo Hernández Enríquez.”





� Original de la sentencia en cita: “Con posterioridad a los hechos demandados, que ocurrieron entre los años de 1995 y 1996, el legislador expidió la ley 489 de 1998; en el artículo 3º indicó los principios de la función administrativa. 





ARTÍCULO 3º. PRINCIPIOS DE LA FUNCIÓN ADMINISTRATIVA. La función administrativa se desarrollará conforme a los principios constitucionales, en particular los atinentes a la buena fe, igualdad, moralidad, celeridad, economía, imparcialidad, eficacia, eficiencia, participación, publicidad, responsabilidad y trasparencia. Los principios anteriores se aplicarán, igualmente, en la prestación de servicios, en cuanto fueren compatibles con su naturaleza y régimen.


PARÁGRAFO. Los principios de la función administrativa deberán ser tenidos en cuenta por los órganos de control y el Departamento Nacional de Planeación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 343 de la Constitución Política, al evaluar el desempeño de las entidades y organismos administrativos y a juzgar la legalidad de la conducta de los servidores públicos en el cumplimiento de sus deberes constitucionales, legales o reglamentarios, garantizando en todo momento que prime el interés colectivo sobre el particular.”





� Original de la sentencia en cita: “SECCIÓN TERCERA, fallo citado de 29 de enero de 2004, Exp. 10.779. En el mismo sentido ver fallo del 3 de mayo de 1999. Consejero Ponente: Dr. Daniel Suárez Hernández. Exp. 12.344. Actor: GERMAN TORRES SALGADO.”





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 8 de junio de 2006, Expediente 15005, C.P.María Elena Giraldo Gómez.





� Al efecto pueden consultarse, entre otras las sentencias del 27 de marzo de 1992, expediente 6353, 11 de abril de 2002, expediente 12.294 y 19 de julio de 2001, expediente 12.037.





� Original de la sentencia en cita: “Sentencia del 29 de enero de 2004, exp. 10.779. C. P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.”





� Original de la sentencia en cita: “Sentencia 15005 del 8 de junio de 2006, ya citada.





� Sentencia 15005 del 8 de junio de 2006.”





� Original de la sentencia en cita: Sentencia proferida el 3 de mayo de 1999, expediente 12.344.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de abril 14 de 2010, Expediente 16.432, C.P. Mauricio Fajardo Gómez (E).


� El artículo 22 de la Ley 80 de 1993, fue modificado por el artículo 6º de la Ley 1150 de 2007, en los siguientes términos:





“ARTÍCULO 6o. DE LA VERIFICACIÓN DE LAS CONDICIONES DE LOS PROPONENTES. Todas las personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras domiciliadas o con sucursal en Colombia, que aspiren a celebrar contratos con las entidades estatales, se inscribirán en el Registro único de Proponentes del Registro Unico Empresarial de la Cámara de Comercio con jurisdicción en su domicilio principal. 


 


“No se requerirá de este registro, ni de calificación ni de clasificación, en los casos de contratación directa; contratos para la prestación de servicios de salud; contratos cuyo valor no supere el diez por ciento (10%) de la menor cuantía de la respectiva entidad; enajenación de bienes del Estado; contratos que tengan por objeto la adquisición de productos de origen o destinación agropecuaria que se ofrezcan en bolsas de productos legalmente constituidas; los actos y contratos que tengan por objeto directo las actividades comerciales e industriales propias de las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta y los contratos de concesión de cualquier índole. En los casos anteriormente señalados, corresponderá a las entidades contratantes cumplir con la labor de verificación de las condiciones de los proponentes.





“(…).”


� Original de la sentencia en cita: “El art. 22 de la ley 80 de 1993 señala que  “todas las personas naturales o jurídicas que aspiren a celebrar con las entidades estatales, contratos de obra, consultoría, suministro y compraventa de bienes muebles, se inscribirán en la cámara de comercio de su jurisdicción. Por su parte, el art. 44 del decreto ley 222 de 1983 señalaba que los respectivos reglamentos señalarían en qué casos debía mediar la inscripción.”





� Original de la sentencia en cita: “En la exposición de motivos del proyecto de ley 149 de 1992 ‘por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública’, se justificó así el registro de proponentes: ‘Con la fórmula adoptada se evita uno de los focos de mayor corrupción  que en materia de contratación se presenta.  En efecto, la calificación general y previa al proceso de selección que de los proponentes se hace no ha producido consecuencias positivas  para la rectitud de la selección.  Por ello, se prevé  la calificación particular para cada licitación o concurso. (...) El alcance conferido al registro por la disposición comentada proporcionará, sin duda, mayor agilidad, organización y veracidad en los procedimientos, lo que refuerza el propósito general del proyecto en cuanto busca convertirse en un estatuto que garantice la diáfana, eficaz, responsable y oportuna gestión de la administración pública’. (Gaceta del congreso No. 75, septiembre 23 de 1992, p. 16).”








� Original de la sentencia en cita: Corte Constitucional, Sentencia C-949 de 2001.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia de noviembre 28 de 2002, Expediente 14040, C.P. Ricardo Hoyos Duque.





� En este sentido, el tratadista Devis Echandía señaló: “Si por acción se entiende el derecho abstracto, subjetivo y público a que se realice un proceso y se dicte una sentencia, se deduce lógicamente que ese derecho debe ejercitarse por medio de un instrumento adecuado. 


“…


“En otras palabras, el ejercicio de la acción se traduce en una petición dirigida al juez para que produzca el proceso. Esta petición es la demanda en sentido simplemente formal. En este sentido dice el art. 205 del C. J. que demanda es toda petición que inicia un juicio de cualquier naturaleza (voluntario o contencioso, ordinario o especial). De ahí que por este aspecto la demanda sea un acto introductorio.


“Desde este punto de vista, la demanda tiene por objeto ejercitar la acción y con ello producir la relación jurídica procesal. Por eso CARNELUTTI dice que por el aspecto funcional la demanda es ‘una invitación que la parte hace al juez, a fin de que provea’.” (DEVIS ECHANDÍA, Hernando: Tratado de derecho procesal civil, Tomo III, Temis, Bogotá 1963, p. 93)





� Sobre el particular, esta Sección ha dicho: “De un lado, es correcto sostener que las demandas se deben presentar de manera ordenada y comprensible en su lenguaje y en las pretensiones, para lo cual el orden interno, la numeración por capítulos y la distinción por temas resulta apropiada para cumplir este objetivo. De hecho, a esto obedece, en parte, que el artículo 137 CCA. disponga cuál es el contenido mínimo de una demanda, pues una disparidad de formas dificultaría el manejo procesal de estos actos.” (Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de octubre 1º de 2008. Exp. 17070. C.P. Enrique Gil Botero)





� Al respecto, el doctrinante Hernando Morales ha sostenido lo siguiente:


“Este punto [las pretensiones] constituye el objeto de la demanda, o sea, lo que se debe o al que está obligado el demandado. El objeto de la demanda se encuentra en las peticiones o súplicas de ella, que es lo que hemos denominado el petitum de la acción que, como se dejó sentado, comprende no sólo la providencia pedida en sentido abstracto, sino las declaraciones concretas materia de la misma, que naturalmente ha de referirse a la relación jurídica que se pretende.” MORALES M., Hernando: Curso de derecho procesal civil, Parte General, Ediciones Lerner, Bogotá, 1965, p. 324.








� Prescribe el artículo 138 del C.C.A.:&$ “INDIVIDUALIZACION DE LAS PRETENSIONES. Cuando se demande la nulidad del acto se le debe individualizar con toda precisión. 


“Cuando se pretendan declaraciones o condenas diferentes de la declaración de nulidad de un acto, deberán enunciarse clara y separadamente en la demanda. 


 “Si el acto definitivo fue objeto de recursos en la vía gubernativa, también deberán demandarse las decisiones que lo modifiquen o confirmen; pero si fue revocado, sólo procede demandar la última decisión. 


 “Si se alega el silencio administrativo a la demanda deberán acompañarse las pruebas que lo demuestren.” (Negrilla fuera del texto)








� Artículo 228, Constitución Política: “La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo.”





� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de noviembre 22 de 1991, Rad. 6223. C.P. Daniel Suárez Hernández.





� Original de la sentencia en cita:“Compendio de derecho procesal. Teoría General del Proceso. Tomo I. Hernando Devis Echandía. Biblioteca Jurídica Dike. Duodécima edición. Pág. 436.”





� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de enero 23 de 2003, Exp. 22113. C.P. María Elena Giraldo Gómez.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativa, Sección Tercera, sentencia del 4 de agosto de 2007, expediente No. 16016, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.





� Establece el artículo 64 del C.C.A.: “Carácter ejecutivo y ejecutorio de los actos administrativos. Salvo norma expresa en contrario, los actos que queden en firme al concluir el procedimiento administrativo serán suficientes, por sí mismos, para que la administración pueda ejecutar de inmediato los actos necesarios para su cumplimiento. La firmeza de tales actos es indispensable para la ejecución contra la voluntad de los interesados”.





� De acuerdo con el artículo 65 del C.C.A.: “Ejecución por el obligado. Cuando un acto administrativo imponga una obligación a un particular y éste se resistiere a cumplirla, se le impondrán multas sucesivas mientras permanezca en rebeldía, concediéndole plazos razonables para que cumpla lo ordenado”. 


 


� La cual tradicionalmente se ha señalado que se encuentra reflejada en lo normado por el inciso primero del artículo 66 C.C.A., de conformidad con cuyo texto “salvo norma expresa en contrario, los actos administrativos serán obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la jurisdicción en lo contencioso administrativo…” 





� En este sentido, el artículo 6º del C. de P. C. dispone: “Las normas procesales son de derecho público y orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso, podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización expresa de la ley.”


 “Las estipulaciones que contradigan lo dispuesto en este artículo, se tendrán por no escritas.”





� Al respecto, los artículos 121 y 122 de la Constitución Política, prescriben, en su orden: 





Art. 121: “Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley.”





Art. 122: “No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en ley o reglamento y para proveer los de carácter remunerado se requiere que estén contemplados en la respectiva planta y previstos sus emolumentos en el presupuesto correspondiente.”





� La doctrina ha expuesto sobre el tema: “De todas las formas de ilegalidad [la incompetencia], es la más grave: los agentes públicos no tiene (sic) poder sino con fundamento en los límites de los textos que fijan sus atribuciones; más allá, ellos dejan de participar en el ejercicio de la potestad pública. Es por lo que las reglas de competencia son de orden público: la incompetencia debe ser declarada de oficio por el juez, incluso si el demandante no la ha invocado en apoyo de su demanda. Ella no puede ser convalidada por la aprobación ulterior de la autoridad competente.” (Resalta la Sala) (RIVERÓ, Jean: Derecho Administrativo, Instituto de Derecho Público, Facultad de Ciencias Jurídicas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1984. P.274)





� CONSEJO DE ESTADO. Sala Contencioso Administrativa. Sección Tercera. Sentencia de mayo 11 de 1999. Exp. 10.196. C.P. Ricardo Hoyos Duque.





� Nota original: La legalidad ha sido definida por Georges Vedel como “la cualidad de lo que es conforme a la ley. La legalidad expresa así la conformidad al derecho y es sinónimo de regularidad jurídica” Cfr. VEDEL, Georges, Derecho Administrativo, traducción de la sexta edición francesa, Biblioteca Jurídica Aguilar, Madrid, 1980, p. 219.





� Nota original: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 16 de febrero de 2006; Consejero Ponente: Ramiro Saavedra Becerra; Expediente: 13414.





� Nota original: GIRALDO CASTAÑO, Jesael Antonio, Derecho Administrativo General, 5ª edición, Editorial Marín Vieco Ltda., Medellín, 1995, p. 59.





� Nota original: Sentencia de 16 de febrero de 2006, Exp. 13414, M.P. Ramiro Saavedra Becerra.





� Nota original de la sentencia citada: BETANCUR JARAMILLO, Carlos; Derecho Procesal Administrativo Señal Editora, 5ª ed.; pág. 209. Afirma el profesor Betancur, que el carácter de orden público que tienen las normas que atribuyen las competencias funcionales, “...permite su declaratoria oficiosa por el juzgador, aunque el demandante no la haya invocado en apoyo de su petición”. Por su parte, en la doctrina argentina, la incompetencia en razón de la materia es considerada como un “vicio muy grave”, calificación que hace que el acto sea inexistente, lo cual puede ser declarado de oficio en sede judicial (DROMI, Roberto; Ob. cit., Págs. 244 y 245).


 


� Nota original: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 11 de mayo de 1999; Expediente 10.196. Actor: Sociedad Brogra Ltda.





� CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de agosto 29 de 2007. Exp. 15.324. 





� Nota de la sentencia en cita: Hay que observar que para un sector de la doctrina, los pliegos son inmodificables en términos absolutos: “La determinación y ponderación de los criterios de selección establecidos en los criterios de selección establecidos en los pliegos de condiciones, constituye un aspecto rígido e inmodificable de la licitación pública, que no puede alterarse o modificarse con posterioridad a su apertura, porque afectaría la transparencia y la igualdad de los licitantes, que han adquirido unas expectativas legítimas a partir del llamado que realiza la entidad pública a concursar (...) Esta norma (el artículo 30.4 de la ley 80 de 1993) es necesario interpretarla a la luz de las reglas antes expuestas, lo que permite concluir que la facultad de la Administración Pública se limita simplemente a aclarar las previsiones contenidas en los pliegos, pero nunca a modificarlos o alterarlos, lo que afectaría de nulidad el acto, por contravenir los principios del procedimiento licitatorio” ESCOBAR GIL, Op. Cit. p.80 y 87.


� Nota de la sentencia en cita: SECCIÓN TERCERA, sentencia del 3 de mayo de 1999. Consejero Ponente: Dr. Daniel Suárez Hernández, Exp.  12.344, Actor: German Torres Salgado. Demandado: Instituto de Desarrollo Urbano y Valorización “INDUVAL”.


� SECCIÓN TERCERA, Sentencia 16 de enero de 1975. Actor: Pablo de Narváez. Consejero Ponente: Dr. Gabriel Rojas Arbeláez. Exp. 1.503.





� Cfr. SAYAGUÉS LASO, Enrique. Tratado de Derecho Administrativo, tomo I. Montevideo 1963; p. 553.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 8 de junio de 2006, Expediente 15005, C.P.María Elena Giraldo Gómez.





� Página web � HYPERLINK "http://rae.es" �http://rae.es�. Consulta realizada el día 30 de mayo a las 18:30.





� Ver entre otras, las siguientes sentencias de la Sala: de enero 29 de 2009, C.P. Miryam Guerrero de Escobar; de 4 de junio de 2008, Exp. 14169, C.P. Miryam Guerrero de Escobar; de 4 de junio de 2008, Exp. 17783, C.P. Miryam Guerrero de Escobar; de 26 de abril de 2006, Exp. 16041, C.P. Ruth Stella Correa Palacio; de mayo 3 de 1999, Exp 12344, C.P. Daniel Suárez Hernández; de 13 de mayo de 1996, Exp. 9474, C.P. Juan de Dios Montes Hernández; de septiembre 26 de 1996, Exp. 9963, C.P., Jesús María Carrillo Ballesteros; de marzo 17 de 1995, Exp. 8858, C.P. Carlos Betancur Jaramillo, y de enero 30 de 1995, Exp. 9724, C.P. Daniel Suárez Hernández. 





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 26 de abril de 2006, Expediente 16041, C.P. Ruth Stella Correa Palacio. 





PAGE  

[image: image1.png]